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PRESENTACI~N 

L o Supremo Corte de Justicia de lo Nación, como máxima 
instancia iurisdiccional, último intérprete de lo Constitución 

de lo República, ha desempeñado un papel de sumo impor- 
tancia resolviendo los asuntos sometidos a su consideración, 
con las consecuentes repercusiones jurídicos, sociales, econó- 
micos y políticos. Sus resoluciones no sólo tienen efectos sobre 
las portes que intervienen en los asuntos de su conocimiento, 
sino además son de especial interés para la sociedad por la 
relevoncio jurídico de estos fallos y los criterios que en ellos 
se sustentan. 

Sin embargo, estos resoluciones no siempre son conoci- 

dos, ni los criterios que en ellas se sustentan son bien com- 
prendidos. Esto se debe en parte al discurso alfamente técnico 
en que los ejecutorias son formulados y que su difusión se 
realizo o través de obras sumomente especiolizodas. Por ello, 
este Alto Tribunal ha decidido que los criterios mós relevantes 
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sean difundidos a través de publicaciones redactadas en 
iorma simple y llana. 

Es así como se presenta la serie Decisiones Relevontes de 
4q Suprema Corte de Justicia de la Noción, integrada por 
diversos folletos sobre temas varios, abordados en las eiecu- 
brias pronunciadas por este Máximo Tribunai, de interés para 
el público en general. 

En el marco del Convenio de Colaboración General que 
tiene celebrado la Suprema Corte con lo Universidad Nacio- 
nal Autónoma de México para la organización y desarrollo 
de actividades coniuntas de investigación, acciones científicas 
 culturales de interés para las partes y del Convenio Especí- 
fico de Colaboración para el Intercambio de Publicaciones 
suscrito por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, este último participará 
en la elaboración de estos folletos con los comentarios de 
sus investigadores. 

Con esta serie de publicaciones, esperamos cumplir con 
el objetivo de que el público no especializado conozca el tra- 
bala de este M6ximo Tribunal. 

Comit6 de Publicaciones y Promoción Educativa 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Minisiro Guiilermo 1. Ortiz Mayagoitia 
Ministro Mariano Azuela Güitr6n 

Ministro Margarita Beatriz Luna Ramos 



INTRODUCCI~N 

E n diversos momentos el Estado mexicano ha asumido 
compromisos sólidos con los gobernados para garantizar 

el pleno goce de sus garantías individuales, como es el dere- 
cho a no ser privados de su libertad. 

En el ámbito internacional, México firmó la Convención 
lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas, sus- 
crita en la ciudad de Belém, Brasil, el 9 de iunio de 1994, la 
cual fue aprobada por el Senado de la República y su decreto 
promulgatorio publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el 6 de mayo de 2002. 

Respecto del aitfculo IXde dicha Convención, nuestro país 
aplicó una reserva a fin de especificar que no es aplicable, 
por lo que hace a los tribunales militares, que juzguen a sus 
miembros por delitos cametidos en eiercicio de sus funciones. 

Asimismo, se formul6 una declaración interpretativa para dejar 
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claro el uso del verbo "cometer' respecto del acto de desa- 

parición forzada. 

Sobre dichas reselva y declaración, el gobierno del Distrito 
Federal interpuso controversia constitucional número 33/2002 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por consi- 
derarlas contrarias o lo Norma Fundamenta!. Dicho asunto 
se analiza en esta publicación, así como el sentido en que 

resolv~ó y de donde se desprenden cr~terios que definen el 
alcance que tiene la norma rnternacional impugnada. 

Por otro lado, en esto publicación se incluye una síntesis 
del recurso de apelación extraordinaria 1 /2003, interpuesto 
por el Ministerio Público Federal en contra de la resolución 
emitida por el Juez Cuarto de Distrito en Materia Penal en el 
Estado de Nuevo León, en la cual determinó sobreseer la causa 
por haber ocurrido la prescripción de la acción pena! en e! 
delito de privación ilegal de la libertad respecta de hechos 
ocurridos el 18 de abril de 1975. 

Dicho recurso fue atrcído por la Suprema Corte, o petición 
del representante social promovente y del procurador gene- 
ral de la República; fue resuelto por la Primera Sala. 

Poro una mejor comprensión de los temas tratados en 
esta obra, se estimó necesario incluir un breve estudio sobre 

la normativa que regula el derecho de los tratados en nuestro 
país y del delito de privación ilegal de la libertad. 

Por Último, se incorpora el comentarie del Instttuto de 
Investigacianes Jurídicas de fa UniuemcdaB Nu&onal h16- 
noma de M&co. 



1. DERECHO DE LOS TRATADOS 

E n la comunidad mundial, las relaciones entre los Estados 

y tos organismos internacionales están reguladas por el 

derecho internacional público, cuyas normas emanan princi- 

palmente de los tratados internacionales y de la costumbre. 

Al respecto, cabe señalar que en virtud de que los Estados 

u organismos internacionales son al mismo tiempo creado- 

res de las normas y sujetos obligados a cumplirlas, los tratados 

internacionales surgen de la cooperación y el común acuer- 

do de los integrantes de la comunidad internacional, por 

tanto, en el derecho internacional prevalecen las relaciones 

de coordinación.' 

- 
Cfc ORTl7 ALHF, Larem, Deiwho iniernocionoí púbiio.  Mkico, Editoncil Horto, 1992, 

PP. 4 y 55. 

13 
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En este sentido, al generarse la divergencia sobre la inter- 
pretación de los tratados paro hacer efectiva su aplicación 
$or los sujetos del derecho internacional público (Estados u 
organismos internacionales), surgi6 la necesidad de establecer 
criterios generales pura su entendimiento 

1. CONVENCI~N DE VIENA SOBRE EL DERECHO 
DE LOS TRATADOS 

La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados fue 
aprobada y firmada por el Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos el 23 de mayo de 1969, pero ratificada por el Se- 
nado de la República el 29 de diciembre de 1972; una vez 
entregado el instrumento de ratificación en poder del secre- 
tatio general de la Organización de las Naciones Unidas, se 
publicb en el Diario Oficial de la Federación el 14 de febrero 
de 1975. 

En esa Convención, que se aplica a los tratados entre 
Estados, se tomaron en cuenta los principios de libre consen- 
timiento, de la buena fe, los pacta sunt servanda, igualdad de 
derecho, libre determinticitin de los pueblos, igualdad sobe- 
rana y la independencia de los Estados, así como la no inieren- 
cia en asuntos iniernoc de &&os; la prohibición de lo amenaza 
y del uso da la fuena, y el respeto universal de los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales de todos; lo anterior 
con el fin de fomentar 10s relaciones de amistad y cooperación 
en%re \as naciones. 

La Convencibn, en su artículo 20., numeral 1, inciso o) 
define a Cw tratados como un acuerdo internacionai celebra- 
do por ascrito en+@ Estados y regido por el derecho interna- 
cionai, ya conste en un instrumento iinica, o en dos cf m& 
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instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación 
particular. 

Asimismo, define diversos términos empleados en la 
celebración de los tratados como "ratificaci6nr', "aceptación", 
"aprobación" y "adhesión" que, según el caso, se entienden 
como el acto internacional par el cual un Estado hace constar 
en el hmbito internacional su consentimiento en obligarse 

por un tratado; también senala que "reserva" es una declara- 
ción unilateral, cualquiera que sea su enunciado o denomi- 
nación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, aceptar o 

aprobar un tratado o adherirse a él, con objeto de excluir 
o modificar los efectos iurídicas de ciertas disposiciones del 
mismo en su aplicación a ese Estado. 

Establece, esencialmente, que todos los Estados tienen 

capacidad para celebrar tratados, y su consentimiento se 
puede manifestar mediante la firma, el canie de instrumentos 

que constituyan un tratada, la ratificación, la aceptación, la 
aprobación, la adhesión o cualquier otra forma que se hubiera 
convenido en su celebración. 

Por otra parte, el artículo 18 señala que los Estados no 

deben realizar actos que impidan el objeto y fin de un tratado; 
en este sentido, los Estados podrán formular reservas respec- 
to a las limitaciones establecidas en éste, y la ya mencionada 

en cuanto a su objeto y fin. 

También determina como regla general para la entrada 

en vigor de los tratados, que conforme a lo estalalecido en 
ellos y a falta de disposici6n expresa, opere cuando haya cans- 

tancia del consentimbnto de todos los Estados negociadores 
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En los artículos 26 y 27 se establece que los tratados en 
vigor obligan a las partes y deben ser cumplidos por ellas de 
buena fe, sin poder invocar disposiciones de su derecho inter- 
no para incumplirlos. 

En este sentido, los tratados deberán interpretarse de 
buena fe conforme al sentido corriente que deba atribuirse a 
sus términos, y considerando su obieto y fin. Se podrá acudir 
a medios de exégesis complementarios, en particular a los tra- 
bajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su 
celebración, para confirmar su sentido o para determinarlo 
cuando dicha interpretación deje ambigua u oscura su com- 
prensión o conduzca a un resultado manifiestamente absurdo 
o irrazonable. 

Asimismo, se establecen reglas generales y el procedimien- 
to para la enmienda y modificación de los tratados; nulidad, 
terminación, suspensión de su aplicación y sus consecuencias. 

2. CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE EL DERECHO 
DE LOS TRATbiDOS ENTRE ESTADOS Y 

OROAWlZAC1ONES INTERNACIONALES O ENTRE 
OROANIZACIONES INTERNACIONALES 

El  28 de abril de 1988 se publicó en el Diano Oficial de la 
Federación el Decreto de Promulgación de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados entre Estados y Orgn- 
nizaciones Internacionales, o entre Organizaciones Intemacio- 
nales, adoptada en dicha ciudad el 21 de marzo de 1986. 

En la elaborwión de esto Convención se tuvieron prasen- 
tés tbidspa$iciones de la Convención d e b o  &S d Dere- 

&ti &;b. de 1949, y #a i m m & a &  $W mtre 



Estados y organizaciones internacionales como medios efica- 
ces para desarrollar las relaciones internacionales y asegurar 

las condiciones para la cooperación pacífica entre las nacio- 
nes, considerando las características particulares de los trata- 

dos en que sean partes dichas organizaciones como sujetos 
suscriptores distintos de las Estados. 

En este sentido, la Convención se aplica a los tratados 
entre uno a varios Estados y una o varias organizaciones inter- 
nacionales, y a los celebrados entre éstas; asimismo, establece 

disposiciones generales sobre múltiples aspectos, coma son: la 

celebración, su entrada en vigor, formulación de reservas, 
aplicación e interpretación, enmienda e interpretación, nuli- 

dad, terminación y suspensión de la apiicación de los tratados 
y SUS consecuencias. 

3. LEY SOBRE LA CELEBRACION DE LOS TRATADOS 

En México, la Ley sobre la Celebración de los Tratados publi- 
cada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de enero de 

1992, regula la suscripción de tratados internacionales entre 

nuestro país y uno o sujetos de derecho internacional 

público, así coma los acuerdos interinstitucionales celebrados 

entre un organismo descentralizada de la Administración Pú- 

blica Federal, Estatal o Municipal y uno o varios órganos guber- 

namentales extranjeros u organizaciones similares. 

Es importante sefialar que conforme a la fracción X del 

artículo 89 de la Constitución Federal, es focultad del Pre- 
sidente de la República dirigir la palrtica exterior y celebrar 

tratadas internacionales, les cuales deben ser aprobados y 
ratificadas por la Cámara de Senadores, de acuerdo con la 
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fracción I del articulo J6 constitucional, con lo cual pasarán 

a formar parte de la Ley Suprema en términos de su ortícu- 

lo 133. 

En esta ley se tomó en cuenta lo establecido en las Con- 

venciones de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 
y 1985, ya mencionadas, con la finalidad de que mediante 

la polftica exterior mexicana se preserven y fortalezcan la sobe- 

ranfa, la protección de los derechos e intereses de los mexica- 

nos en el exterior y la cooperación internacional. 

Lo anterior se advierte en el artículo 20. de la ley en 

comento, al definir el tratado como: 

... el convanio regido por et derecho internacional público, 
ceiebmdo por escrito entre el Gobierno de los Estados 
Unidos Mexieonos y uno o vailos sujetos de Derecho Inier- 
nncional Público, ya sea que para su aplicoci6n requiera 
o no la cslabración da acuerdos en mutenas especificas, 
cualquiera que sea su danominación, mediante al cual los 
Estados Unidos Mexicanos asumen compromisos. 

Asimismo, los artkulos %o., 90., 10 y 11 de la norma en 

comento, esfoblecen qup no podr6n ser obieto de mecanismos 

internacionales de solución de controversias legales aquellas 

en los que este da por medio la segjuridad del Estado, el orden 

púbiica a cualquier otro interéls esencial de la naci6n; también 

sehatan que los msmnismos intemocK>nalss para la soiu- 

ci6n de conhoversMs legales deben respetor de las partes 

las garantlarr de iguukkrd, de adiern~ia, e! debido e iwwto  

da w defensas y fa composielSn i m v c i a b  $rs los &$a- 
nos& 



Por último, la eiecución de las resoluciones iurisdiccio- 

nales que se emitan, a través de los mecanismos internaciona- 

les, queda sujeta a la legislación nacional y a los tratados 

aplicables. 

4. CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
DESAPARICI~N FORZADA DE PERSONAS 

En este contexto normativo, el Estado mexicano firmó y ratificó 

la Convención interamericana sobre Desaparición Forzada 

de Personas, la cual considera que tal acto ofende la dignidad 

intrínseca del ser humano, ya que se violan sus derechos esen- 

ciales consagrados en la Convención lnteramericana sobre 

Derechos Humanos, en lo Declaración Americana de los Dere- 

chos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; y que tiene la finalidad de prevenir, 

sancionar y suprimir la desaparición fonada de personas en 
el Continente Americano. 

a)  Antecedentes 

La Comisión lnteramericana de Derechos Humanos formuló 

un proyecto de Convención para prevenir y sancionar las desa- 
pariciones forzadas. 

Con base en esa iniciat~va, la Asamblea General de lo 

Organización de Estados Americanos decidió invitar a sus Esta- 

das miembros a presentar observaciones, motivo par el cual 

entre los años de 1988 y 1994 se llevaron a cabo múltiples 

reuniones en las qve se debatió el contenido de los diversos 

proyectos. Este proceso de negociación concluyó con la adop- 

ción de la Convenci6n en Belém, Brasil, el 9 de junio de 1994. 
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En México, el Presidente de la República firmó ad  

referéndum2 la mencionada Convención Interamericano sobre 

Desaparición Forzada de Personas el 4 de mayo de 2001, 

sumándose a otros 15 Estados que ya lo habían hecho. 

La Convención fue aprobada por la Cámara de Senadores 

del Congreso de la Unión, con inserción de una reserva expre- 

sa o su artículo IX, y su decreto aprobatorio se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación el 18 de enero de 2002. Pos- 

teriormente, el 27 del mismo mes y 060, en el mismo medio 

de difusión, se publicó una fe de erratas al decreto en cuestión 

en lo que se formulaba una declaración interpretativa de la 

Convención. 

El decreto promulgatorio de la Convención se publicó en 

el Diario Oficial de la Federación el 6 de mayo de 2002. 

b) Resumen del texto de la Convención 

Esta Convención se promovió entre los Estados miembros de 

la Organización de Estados Americanos, motivados por el 

hecho de que en el continente subsiste la desaparición forrada 

de personas, práctica que constituye un crimen de laso hurnani- 

dad contraria a los principios y propósitos que rigen esa orga- 

nización, y se adoptó la Convención con la esperanza de 

que contribuya a prevenir, sancionar. y suprimir ese delito en 

el hemisferio y, ademóc, constituya un aporte decisivo para la 

protección de los derechos humanos y el estado de derecho. 

-A-- 

' Lo %y od mk*ndu~.%nika l? wrsrd6n del conssnfimiemo sbn ,  el contenido del 
6 w * ' & ~ i i n m h ,  &tris* del*. ,a8>rds)w**m I < K o l i ~ ~ o .  
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Las principales disposiciones de la Convención relacio- 

nadas con los argumentos expuestos en la controversia cons- 

titucional 33/2002, que más adelante se expondrán, son 

textualmente los siguientes: 

Los Estados Partes en esto Convención se comprometen a: 

a) No practicor, no permitir, ni tolerar la desaparición fona- 

do de personas, ni aun en estado de emergencia, excepción 

o suspensión de garontias individuales; 

b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, 

cómplices y encubridores del delito de desaparición forzada 

de personas, así como la tentativa de comisión del mismo; 

c) Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, sancionar 

y erradicar la desaparición forzada de personas; y 

d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, 

judicial o de cualquier otra índole necesarias para cumplir 

con los compromisos asumidos en la presente Convención. 

Para los efectos de la presente Convención, se consrdera 

desaparición forzada la privocíón de la libertad a una o 

más personos, cualquiera que fuere su forma, cometida 

por agentes del Esfado o por personos o grupos de perso- 

nas que actúen con la autorización, el apoyo o ia oquies- 

cencia del Estado, seguida de la faifa de infamación o de 

lo  negativa a reconocer di&a priv&iÓn de liberta& o 

de informar sobre el pavodero de la pemm, c m  l o  w a l  
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se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garan- 

tías procesales pertinentes 

ART~CULO lll 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo 

a sus procedimientos constitucionales, las medidas legis- 

lativas que fuere necesarias para tipificar como delito la 

desaparición forzada de personos, y a imponerle una pena 

apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad. Dicho 

delito seró considerado como continuado o permanente 

mientras no se establezca el destino o ~aradero de la víctima. 

Los Estados Partes podrón establecer circunstancias ate- 

nuantes para los que hubieren participado en actos que 

constituyan una desaparición forzada cuando contribuyan 

o lo aparición con vida de la víctima o suministren 

informaciones que permitan esclarecer la desaparición 

forzado de una persona. 

La acción penal derivado de la desaparición forzada de 

personas y la pena que se imponga judicialmente al res- 

ponsable de la misma no estarán sujetas a prescripción. 

Sin embargo, cuando exbstlera una norma de carácterfun- 

domental que ~mpidiera la aplicación de lo estipulado en 

el phrrafo anterior, el período de prescripción deberti ser 

~gual al del delito m6s grave en la tegrslación interna del 
respectivo Ed& Parte. 



No se admitir6 la eximente de lo obediencia debida a órde- 
nes a instrucciones superiores que dispongan, autoricen a 

alienten la desaparición forzada. Toda persona que reciba 
tales órdenes tienen el derecha v el deber de no obedecerlas. 

Los Estados Pattes velarán asimismo porque, en lo forma- 
ción del personal o de las funcionarios públicos encargados 
de la aplicación de lo ley, se importa lo educación necesario 
sobre el delito de desaparición forzada de personos. 

Las presuntos responsables de los hechos constitutivos del 
delito de desoparición forzado de personas sólo podrán 
ser juzgadas por las jurisdicciones de derecho común compe- 
tentes en cada Estado, con exclusión de toda iurisdicción 
especial, en particular la militar. 

Los hechos constitutivas de la desaparición forzada no po- 
drán considerarse como cometidos en el ejercicio de las 
funciones militares. 

No se odmitirón privilegias, inmunidades, ni dispensas 
especiales en tales procesas, sin perjuicio de los disposicio- 
nes que figuran en lo Convención de Viena sobre Reiociones 
Diplomóticas. 

c) Resewa del Estado Mexicano a la Convencicin Intemme- 
ricana sobre Desaparici6n Forzada de Personas 

Esta reserva textualmente expresa: 

El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos al ratificar lo 
Convención Interamericana sobre Desaporición Forrada 



de Personas, adoptada en la Ciudad de Belém, Brasil el 
9 de junio de 1994, formula reserva expresa al Articulo IX, 
todo vez que lo Constitución Política reconoce el fuero de 

guerra, cuando el militar haya cometido algún ilícito encon- 
trándose en servicio. E l  fuero de guerra no constituye juris- 

dicción especial en el sentido de lo Convención, toda vez 

que conforme al artículo 14 de la Constitución mexicano 

nadie podró ser privado de la vida, de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante iuicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos, en 

el que se cumplan las formalidades esenciales del proce- 

dimiento y conforme a las leyes expedidos con anterioridad 

al hecho. 

d) La Declamción lnterprefativo del Estado Mexicano a 
la Convención Interamericano sobre Desaparición 
Forzada de Personas 

Esta declaración manifiestn: 

Con fundamento en el articulo 14 de lo Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, el Gobierno de México, 

ai ratificar la Convención Interamericano sobre Desaparición 

Fonada de Personas, adoptada en la ciudad de Belém, 

Brasil, el 9 de iunio de 1994, se entended que las dispasi- 
ciones de dicha Convención se aplicarán a los hechos que 

constituyan desaparición forzado de personas, se ordenen, 

ejecuten ocometan con post&oridad a la antmda en vigor 

de la pr-ente Convención. 



II. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 
33/2002 

1. ANTECEDENTES 

C on fecha 15 de abril de 2002, el iefe de Gobierno del 

Distrito Federal interpuso una controversia constitucional 

ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para deman- 

dar la invalidez de la reserva expresa formulada por el Estado 

mexicano o1 Decreto por el que se aprueba la Convención 

lnteramericona sobre Desaparición Forzada de Personas, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de enero 

de 2002, y la invalidez de la fe de erratas a dicho decreto, en 

la parte que enuncia la declaración interpretativa sobre la 

Convención mencionada. 

Las autoridades y actos demandados fueron: 

1. El Presidente de la República, por la celebración y 

ratiticoción del tratado; 
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2. La Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, 
por la aprobación del tratado. 

3. El secretario de Gobernación, por el refrendo del decreto 

aprobatorio de la Convención impugnada. 

4. El secretario de Relaciones Exteriores, por el refrendo 
del decreto promulgatorio de la Convención. 

El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
qrdenó formar, registrar y enviar el expediente al señor Minis- 
tro Juan Díaz'Romero, quien tuvo por admitida la demanda y 
mandó emplazar a las autoridades demandadas para la 
formulación de su respectiva contestación, y dar vista al procu- 
rador general de la República para que manifestara lo que a 
su representación correspondiera. 

2. ARGUMENTOS DE LA PARTE ACTORA 

El iefe de Gobierno del Distrito Federal solicitó la invalidez 
de la reserva expresa y de la declaración interpretativa sobre 
la mencionada Convención, por considerar que son viola- 

torias de los artículos 14, 16,17,21 y 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, bajo los siguientes 
argumentos: 

Sobre lo reserva expresa, señaló que es violatoria del artícu- 
lo 13 constitucional porque amplía la competencia del fuero 
militar a cualquier acto ilícito que cometan los militares er 
servicio, lo cual significa que cualquier delito o infracciór, 
cometida par etlos tendrfa que ser jutgado ñec&ariomente 
por una autorídad militar, independientéme'fi de :que se 
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trate de uno privación ilegal de la libertad de civiles o de uno 
infracción de tránsito, pues considera que el referido artículo 

13 es cloro al señalar la competencia de los tribunales civiles 
poro conocer de los ilícitos cometidos por los militares en 
servicio o en actos relacionados con el Eiército, que no sean 
cometidos contra la disciplino militar, o seo, no se come- 

tan contra militares, o cuando esté implicado un paisano. 

En este sentido, señaló que la competencia del fuero mili- 
tar no debe atender o la pertenencia del suieto activo a una 
"clase", sino a que lo conducta cometido por él lesione la disci- 

plina militar. Es el bien iurídico protegido por la norma lo 
que otorgo a un delito el carácter castrense y, en este caso, 
es evidente que el delito de desaparición forrada de personas 

no tiene como bien o interés tutelodo la disciplino militar sino, 
por el contrario, los derechos de libertad, de integridad, de 

seguridad iurídico y de acceso o la iusticia que tienen las 
personas. 

Ahora bien, si el Código de Justicia Militar, en el artículo 

57, fracción II, inciso a), considero como delitos contra la disci- 
plina militar aquellos del orden común o federal cuando fueren 

cometidos por militares en los momentos de estar en servicio 
o con motivo de actos del mismo, eso no basto paro aceptar 

la reserva porque paro interpretar uno norma constitucional 
no puede acudirse a lo dispuesto en una norma de inferior 
jerarquía. 

Asimismo, sefialó el promovente que carece de fundo- 
mento lo monifestado en lo reserva, en cuanto a que "el fuero 

de guem no const~tuye iurisdic~ión especial en el sentido de 
la Convencibn.,.", ya que el calificativo de especial se otorga 
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a uno jurisdicción en cootroposición a la jurisdicción "común", 
por tanto, los tribunales militares son tribunales especiales. 

Por otro parte, hacer una reserva al artículo IXde lo Con- 

vención va en contra de sus obiefivos y propósitos, ya que 

éste surge de comprobar que en los países en los que se dio 

lo desaparición forzada de personas no ha ocurrido ninguna 
investigación, ni existe algún procesado o condenado por 

los fuenas armadas a alguno de sus miembros con relación 
a este delito. 

Por tanto, la reserva evidencia la ineficacia de las distintas 
normas iurídicas establecidas en el derecho común para san- 

cionar el delito de desaparición forzada de personas, tanto 

en los artículos 215-A, 215-8, 215-C y 215-0 del Código 

Penal Federal, como en e1 281 sextus del Código Penal para 

el Distrito Federal. 

E l  actor también denunció la invalidez de la declaración 

interpretativa formulada por el gobierno mexicano, al conside- 

rarla violataria del principio de irretroactividad de la ley, previsto 
en el articulo 14 constitucional, por excluir a las desapari- 

ciones que se hayan efectuado antes de la entrado en vigor 
de la Convención, aun cuando tales desapariciones continúen 

y las órdenes sigan ejecutándose; con ello, estima que la decla- 

ración interpreiotiva pretende evitar la aplicación de la ley a 
los responsables de dichas desapariciones. 

En este sentido, seíia(6 que Ia desopccnción forzado es 

un delito permanente, qw se comete en fenm continua haski 

que la persona aparerea; p% FMR, as 
las 7a. del W 
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Penal para el Distrito Federal, la prescripción de un delito 
empieza a correr a partir de lo cesación de su consumación 
y, en la conducta sancionada por la Convención, lo consu- 
mación no se agota sino hasta que cesa la situación de desa- 

parecido; entonces, no puede existir la aplicación retroactiva 
a que se refiere la declaración interpretotiva. 

Por tanto, el actor consideró que la declaración interpre- 
tativa vulnera flagrantemente las atribuciones derivadas del 
Estatuto de Gobierno, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de Justicia, de la Ley Orgánica del Tribunal Superior 

de Justicia y de la legislación Penal, todos del Distrito Federal, 
que otorgan o los órganos ejecutivo y judicial, facultades para 
investigar, perseguir y sancionar la comisión del delito de 

desaparición forzada de personas. 

Manifestó el actor que la declaración interpretativa tiene, 

por una parte, el propósito de impedir que los organismos 
internacionales de derechos humanos, tales como la Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos y la Corte Interame- 

ricano, conozcan de los posibles hechos relacionados con el 
asunto de que se trata y, por otra parte, el de restringir la 
materia de la que pueden conocer, al establecer como limita- 

ciones los términos en el que el país se obliga. 

Aunado a lo anterior, consideró que también es contrario 
a la ~nterpretación que los propios organismos del sistema 
interamericano han efectuado. Lo Corte Interamericano de 

Derechos Humanos, en el "coso Blake", en sentencia dictada 
el 24 de enero de 1998, determinó que "una persona debe 
ser considerada como desaparecida en tkrminos de la Conven- 

aun cuando su detención hayo sido cmetida con anteno- 



ridad a la entrada en vigor de la Convención Interamericano, 
puesto que es una conducta permanente, incluso cuando la 
persona hoya sido muerta pero se desconozca su paradero". 

En este sentido, la declaración equivale a otorgar una 
amnistía, lo cual es atribución del Congreso de la Unión y, 
en el caso del Distrito Federal corresponde a su órgano 
fegislativo. 

3. RESPUESTA DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS 

El titular del Ejecutivo Federal alegó la improcedencia de la 
controversia consfitucional, ya que los tratados internacionales 

no pueden ser impugnados a través de esa vía, toda vez que 
son emitidos por el Estado mexicano en su coniunto, el cuai 

no estb contemplado como sujeto pasivo en el articulo 105 
constitucional. 

Por otra parte, señaló que el tratado internacional, en su 
carbctwde Norma Suprema, en términos del articulo 133 cons- 

titucional, no puede invadir o afectar esferas de competencia 
de autoridades federales o locales; en este sentido, la vía 
idónea para impugnar los tratados es la acción de inconsti- 
tucionalidad, en términos de lo fracción 11, incisos b) y c), del 
artículo 105 de la Carta Magna. 

No obstante lo anterior, advirtió que la controversia consti- 
tucionoi se interpuso extemphnenwente, ya que se present$ 
el 15 de abril ds 2002, fecha .en la cud no h~biocanctuide el 
proceso de (swi&M trotado i ~ u & a ,  -y~,q& Izkru- 
mento que se -6 cm anftana*d a kr &m,-& iE 8 
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de enero de 2002, fue el decreto de aprobación del tratado 
internacional por parte del Senado, al cual le faltaba, para 
ser obligatorio en México, la ratificación, promulgación y publi- 
cación en el Diario Oficial de la Federación, lo que ocurrió 

hasta el 6 de mayo del mismo año -antes de estos trámi- 
tes-, y en donde existía la posibilidad de que el Senado 

mismo no lo ratificara, o que la Organización de Estados Ame- 
ricanos no aceptara la reserva o la declaración interpretativa, 
lo cual podía llevar o lo inexistencia de lo norma o a tener un 
contenido distinto. 

Asimismo, señaló que resulta improcedente la impugna- 
ción de la reserva al artículo IX de la Convención, ya que su 
texto fue publicado el 18 de enero de 2002, por lo que el 

plazo para impugnarla venció el 4 de marzo del mismo año, 
sin que pueda computarse el plazo legal mencionado a partir 

de la fecha en que se publicó la fe de erratas, o sea el 27 de 
febrero de 2002, ya que ésta lo único que hizo fue agregar 

la declaración interpretativa. 

Además, mencionó que es constitucional la reserva al 
artículo IX de la Convención impugnada porque: 

Sólo deja en claro que los tribunales militares no son 

de iurisdicción especial, en tanto que se trata de tribunales 
previamente estabfecidos que no tienen la posibilidad de 
juzgar o civiles y cuyas actuaciones pueden ser impug- 

nadas ante el Poder Judicial de la Federación, lo que es 
acorde con los articulas 13 y 14 constitucioneles. 

En caso da na habeme b c h o  la mewo, l a  Convcrnción 

se& i w W ~ m n a l ,  porque no se; ppmiiii>a ¡a c-r<istancia 
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del fuero de guerra para juzgar los delitos de desaparición 
forzada de personas, cuando una adecuada interpreta- 
ción del artículo 13 constitucional permite afirmar, que 
los delitos cometidos por militares en servicio constituyen 
delitos contra la disciplina militar y deben ser iuzgados 
por sus propios tribunales. 

La reserva dejó intacta la segunda parte del artículo IX 
de la Convención, que establece: "... los hechos consti- 
tutivos de la desaparición forzada no podrbn considerarse 
como cometidos en el eiercicio de las funciones milita- 
res", con lo cual prohíbe que en el delito del cual se ocupa 
el cumplimiento de un deber, sea excluyente de responsa- 
bilidad, y sólo estableció una excepción sobre la parte 
del articulo que era incongruente con la Constitución 
Federal, referente o que los tribunales militares no podrían 
iuzgar el delito de desaparición forzada de personas co- 
metido por militares porque la Convención los considero 
como tribunales especiales, lo que implicaría la inconstitu- 
cionalidad de su artículo IX. 

Por otra parte, consideró que la declaración interpretativa, 
es constitucional ya que: 

Se formuló para efecto de respetar los artículos 14 y 
16 constitucionales, y no viola el principio de irretroocti- 
vidad de lo ley. 

Toda vez que lo desaparicibn forzada de personas es 
un delito continuo, el verbo "cometeP utilizado en la decla- 

m& intqretotiua impiica que d &kto se -te miizan- 
Ehientrmfane b wrcaaria hqm &tenn$nudo 
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su paradero, lo cual permite establecer que si los he- 

chos se ordenaron antes de la entrada en vigor, pero se 
cometen con posterioridad, sea aplicable la Convención. 

Es infundado el argumento de que no se puede acudir 

a una norma de menor jerarquía para determinar el signi- 
ficado de delitos contra la disciplina militar, esto es des- 
conocer que el Congreso tiene la facultad constitucional 

de emitir leyes que amplíen, desarrollen y precisen los 
principios establecidos en la Constitución, y en ejerci- 
cio de ella es que determinó el contenido del concepto 

de delitos contra la disciplina militar. 

Si bien es verdad que la competencia civil se surte cuan- 

do un militar comete un ilícito que no es contra la disci- 
plina militar; también lo es que cuando un militar se 

encuentra en servicio y comete un delito, ineludiblemente 
se aplica el fuero de guerra. 

En cuanto a que los delitos en contra de la disciplina 

militar se deben cometer en contra de militares y no de 
civiles, es infundado, debido a que en el artículo 13 cons- 

titucional no se especifica al sujeto pasivo del delito, 

pudiendo ser éste indistintamente un civil a un militar. 

En los del~tos contra la disciplina militar el bien jurídico 
tutelado no sólo es la lerarquía y obediencia institucional, 

sino que se incluyen también una serie de tipos penales 

como el de traición a la patria o espionaje, en donde se 
protege como bien iuridico la seguridad exterior, o los de 
rebelión y sedición que protegen &a sseg~ridod interior; a 

los que protegen la existencia y seghdad del ej8rcit0, 
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como los delitos de falsificación, molversoción, robo, ena- 
jenación o destrucción de lo perteneciente al ejdrcito y 
deserción; o la ierarquía y outoridad, como lo insubordi- 
nación y la asonada; o el eiercicio de las funciones mifita- 
res, como los delitos de abandono de servicio y usurpación 
de mando, o aquellos delitos que protegen el decoro 
militar como la infracción de los deberes de centinela y 
administración de iusticio. 

Respecto al argumento de que la reserva impide el ejer- 
cicio de atribuciones y obligaciones constitucionales que 
se establecen para autoridades locales, es infundado, 
porque tales autoridades lo podrían hacer aun cuando 
no existiera lo reserva; los autoridades del Distrito Fede- 
ral no podrían iuzgar a miiitares en servicio que come- 
tieron delitos de desaporición forzada de personas debido 
a que el artículo 50, fracción 1, inciso f de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación establece que corres- 
ponde a los Jueces federales conocer de los delitos come- 
tidos por servidores públicos federales en ejercicio de sus 
funciones o con motivo de ellas. 

En cuanto a la afirmación de que lo reserva tiene el 
propósito de evitar que se finquen responsabilidades 
penales a los responsables, pese a que en la legislación 
nacional sí es posible realizarlo, es ~nfundada porque 
dicha reservo tiene como finalidad que los tribunales fin- 
quen los responsabilidades de acuerdo a su competencia. 

Lo declaración interpretatiua en mencibn no implica 

una irwdecuada inkttp dei pnwa dei no WW- 
tivi&* y43 querda msnifa* en &m ia)~idPi q ~ e  se 
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juzguen los delitos que se continúen cometiendo después 

de la entrada en vigor de lo Convención, sino únicamente 

los que hayan sido ordenados, ejecutados y cometidos 

antes de su entrada en vigor, o sea que haya concluido 

su comisión. 

4. RESPUESTA DEL SECRETARIO DE GOBERNACI~N 

El secretario de Gobernación manifestó, al contestar la 

demanda, que la controversia constitucional era improcedente 

por extemporánea, en virtud de que en la fecha de su presen- 

tación, el proceso de formación del tratado no había conclui- 

do ya que se encontraba en la etapa de aprobación y, por 

tanto, todavía faltaba su ratificación y promulgación por parte 

del titular del Poder Eiecutivo Federal. 

También consideró extemporónea la presentactón de la 

demanda porque la publicación del decreto aprobatorio se 

hizo el 18 de enero de 2002, por lo que al haberse presentado 

la demanda ante este Alto Tribunal hasta el día 15 de abril 

de 2002, es inobjetable que transcurrió en exceso el plazo 

legal que para tal efecto señala el artículo 20, fracción II de 

la Ley Reglamentaria de la materia, toda vez que dicho término 

venció el 4 de marzo del año en curso, sin que sea obstóculo 

para estimarlo así, que el 27 de febrero del mismo año se 

haya publicado lo fe de erratas al decreto impugnado, porque 

ésta no constituye una norma general, en tanto que no implica 

el eiercicio de una facultad legislativa, sino el cumplimiento 

de una obligación de subsanar un error por omisión, come- 

tido a l  efeautnse ki publicmi6n comerpondian)eien el Diario 
Oficial da tu FFedemciSn. 
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Por otra parte, consideró infundados los conceptos de 

invalidez en los que se ~ lantea la inconstitucionalidad de la 

reserva al artículo IX de la Convención lnteramericana sobre 
Desaparición Fonada de Personas, porque: 

La reserva no establece una iurisdicción especial, sino 

más bien se trata de una de carácter especializado en 
todo aquello vinculado con los militares, lo que justifica 

que prevea la inclusión de todos los delitos que los milita- 

res puedan cometer estando en servicio. 

Tanto el articulo 13 constitucional como la reserva esta- 

blecen el fuero de guerra; y si bien la reserva no utiliza el 

concepto de delitos "contra la disciplina militarn, no sig- 

nifica que viole la Constitución Federal, porque los delitos 

cometidos por militares en servicio necesariamente impli- 
can delitos contra la disciplina militar. 

Si el gobierna mexicano no hubiera emitido la reserva 

mencionado, los tribunales militares no podrían juzgar 

los delitos cometidos por los militares en contra de lo 

disciplina militar, por considerarse a aquellos como tribu- 
nales especiales por la propia Convención, indepen- 

dientemente de que esté en servicio o se trate con actos 

relacionados con el servicio. 

Sobre los argumentos del actor respecto a la invalidez de 

la declaración interpretativa, seiiat6. 

La declaracibn interpmbtive no impide que ss iurguen 
. 

de la entro; 
da e n  vigor de la C o n v m i 6 n  4 
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excluye a los que hayan sido ordenados, eiecutados y 

cometidos antes de su entrada en vigor. 

5. RESPUESTA DE LA  MARA DE SENADORES DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN 

La Cámara de Senadores del Congreso de lo Unión de los 

Estados Unidos Mexicanos, al contestar la demanda, mani- 

festó que el jefe de Gobierno del Distrito Federal carece de 

legitimación procesal para promover la presente controversia 

constitucional en representación del Distrito Federal, ya que 

omitió uno de los presupuestos procesales exigidos por el 

artículo 31, fracción lll de su Estatuto de Gobierno, consistente 

en la declaratoria previa debidamente fundada y motivada, 

por lo cual debe sobreseerse. 

Asimismo, la controversia constitucional es improcedente 

porque su impulsor no manifiesta de qué manera los actos 

cuya invalidez demanda, afectan las atribuciones que en el 

bmbito iurídico tiene el iefe de Gobierno del Distrito Federal, 

o qué derecho fundamental vulnera. 

Por otra parte, la reserva impugnada se apega a lo esto- 

blecido en el artículo 13 de la Carta Magna y al Código de 

Justicia Militar, por lo que no constituye un beneficio a favor 

de los miembros del Eiército el que sean juzgados por un 

tribunal que conoce las leyes militares. 

Por último, consideró que el iefe de Gobierno confunde 

el principio de irretrooctividod de las leyes con el signi(icado 

jurídico de los detitos continuos a permanentes. 
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6. AMPLIACACIÓN DE LA DEMANDA 

El 17 de iunio de 2002, el iefe de Gobierno del Distrito Federal 

amplió su demanda de controversia constitucional contra el 
Presidentede la República y el secretario de Relaciones Exte- 
riores, por expedir y refrendar el Decreto Promulgatorio de la 

Convención lnteramericana sobre Desoporición Forzada de 
Personas, publicado en el Diario Oficio1 de la Federación el 
6 de mayo de 2002. 

El demandante consideró que ese decreto es conse- 
cuencia iurldica de la aprobación con reserva y la declaración 

interpretativa de to Convención Interamericano sobre Desa- 
parición Forzada de Personas, y que contenía los mismos vicios 
de invalidez que los actos impugnados en su demando inicial, 
por lo que pidió tener por reproducidos los argumentos conte- 
nidos en ella. 

Por acuerdo de 24 de iunio de 2002, el Presidente de lo 
Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió la arnplia- 
ción de la demanda y ordenó emplotar al Eiecutivo Federal 
y al referido secretario poro que formularan su respectiva 

contestación. 

El conseiero Jurídico de la Pres~dencia de lo Repúbltca, 
al contestar la ampliación de lo demanda en representación 
de su titular, a la que se adhirió el secretario de Relaciones 

Exteriores, mantfestó que era improcedente la  ampliación de 
la misma, porque el decreto promulgotorio de la Convención 

no puede ser considamdo como un o& supervaniente, sino 
un a* qm in-m una unwiadial* e u n a  cmple- 

meniario, por bque hodooqua i d pmdimiento 



legislativo sólo son impugnables como un todo, y en el pre- 

sente caso, la impugnación fue primero de manera parcial y 
posteriormente total. 

Por otro lado, el Poder Eiecutivo Federal interpuso recurso 

de reclamación en contra del auto que admitió a trámite la 
ampliación de la demanda, el que fue declarado infundado 

por el Tribunal en Pleno de la Supremo Corie de Justicia de 

la Nación en sesión de 19 de noviembre de 2002, del cual 
derivó el  criterio iurisprudencial ~ i g u i e n t e : ~  

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. LA AMPLIACIÓN 
DE LA DEMANDA CON MOTIVO DE UN HECHO SUPER- 
VENIENTE, DEBE PROMOVERSE DENTRO DE LOS PLAZOS 
QUE ESTABLECE ELART~CULO 21 DE LA LEY REGiAMEN- 
TARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ART~CULO 105 DE 
LA CONSTITUCI~N POL~TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS.-De lo interpretación sistemhiica del artlcuio 
21 de la citada ley, que establece los plazos poro la presen- 
tación de lo demanda de controversia constitucional, así 
como del diverso artículo 27 del propio ordenamiento, 
que prevé que el actor podrá ampliar su demanda "hasta 
antes de la fecha de cierre de la instrucción si oporeciere 
un hecho superveniente", se concluye que aun cuando el 
último precepto señolado no prevé expresamente el  plazo 
para promover la ampliación cuando se trota de un 
hecho supeweniente, sino que únicamente condiciona lo 
promoción a que no se hubiera cerrado la instrucción, 
aquélla debe efectuarse dentro de los plazos que rigen la 
presentación de la demanda inicial, yo quesostener lo con- 
trario generaría uno incongruencio procesai, toda vez que 

' Semonotio Jodichl de lo Fdamci6n y ru Wsto, Nanne 6psa>. b m o  M, .Nim d. 
2003, p. 1381, falis i!/i. 55/21102; IUS: 185218. 
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si para la promoción de la acción de coniroversia el actor 

debe hacerlo dentro de los plazas que señala el citado 

numeral 21, para la ampliación de la misma demanda el 

plazo sería indeterminado, cuando no existe rozón iurídico 

poro tal diferencia si se parte del momento en que el actor 

tenga conocimiento del hecho superveniente. Además, la 

finalidad de la ompliaci6n de demanda consiste en que, 

par economío procesal, se tramite y resuelva en un solo 

juicio lo que esfó íntimamente vinculado con el primer acto 

a lo norma general impugnada, siempre y cuando no se 

hubiera cerrado la instwcción, a fin de evitar qvese presen- 

ten demondos nuevas cuando se trata de ocios estrecha- 

mente vinculadas, por lo que si una demanda nueva debe 

presentarse dentro de los plazos que preve lo ley citada. 

iguales plazos deben regir cuando se tmta de su ampliación 
con motivo de un hecho superveniente. 

Recurso de reclamación 221/2002, deducido de la con- 

troversia constitucional 33/2002. Poder Eiecutivo Federal. 

19 de noviembre de 2002. Unanimidad de nueve votos. 

Ausentes: Sergio Salvador Aguirre Anguiano y Josk Vicente 

Aguinoco Alemán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 

Pedro Alberto Nava Molag6n. 

En relaci6n con la demanda, el abogado de la Noción serial6 
que el Estado mexicano no est6 comprendido dentro de la 
relactón de suietos en contm de los cuales ~ u e d e  promoverse 
una controversia constitucioncii, ya que aun c-unndo el termino 
su& usarse como sinónimo de ia Fedemción, no lo es, porque 
el Estado meúcano comprende ademós do asta Gltima. tom- 
b i i  a las sntidwh f e d m w .  
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Si bien los instrumentos internacionales son obieto de un 
control constitucional político de naturaleza preventiva, a cargo 
del Senodo, con el fin de garantizarsu adecuación a lo Carta 

Fundamental, tombién pueden ser obieto de control después 
de su publicación, pues la fracción I I  del artículo 105 de la 
Carta Magno otorga a la minoría parlamentario senatorial 
la facultad de ocurrir a la acción de inconstitucionalidad; sin 
embargo, dicha facultad corresponde a las entidades federa- 
das representadas en la Cámara de Senadores y iamás a 

una sola de ellas. 

Por otra parte, el procurador se6aló que la controversia 
constitucional se promovió de manera extemporáneo, porque 
cuando se impugnó el tratado en cuestión no había concluido 

el proceso de integración de lo norma impugnada, ya que no 
se había promulgado y publicado, no obstante que el actor, 
mediante la ampliación de la demando, impugnara el decreto 

promulgatorio de la Convención, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación, en la  parte que establece reserva expresa 
al artículo IX, así como la declaración interpretativa, por con- 
siderar a ese decreto como un hecho superveniente, ya que 

no puede considerarse como superveniente un acto que forma 

parte de todo un proceso que es unitario de principio a fin, y 
que tiene por objeta la creación de uno normo vigente. En el 

proceso legislativo los actos que lo conforman constituyen 
una unidad y no son susceptibles de alterarse unos a otros, 
sino que son complementarios y sólo en su conjunto cambian 
el estado jurídico de una situación anterior. 

En relación con la probable violación a los artículos 13, 
16 y 133 de la Constitución Federal, expresados por la actora 
en su demanda, el procurador s&aló que los tribunales mili- 



tares son órganos especializados para conocer de los delitos 
contra la disciplina militar, y si bien es cierto que el artículo 
13 constitucional no senala expresamente cuáles son éstos, 
sí los establece el artículo 57 del Código de Justicia Militar; 
en consecuencia, si el militar que en servicio, o con motivo 
de actos de éste, incurre en lo comisión de un ilícito sancio- 
nado por ese ordenamiento punitivo, serán los tribunales 
castrenses a los que les toque sustanciar y resolver el asunto. 

Lo mismo sucede cuando un militar comete cualquier de- 
lito previsto en el orden común o federal, no sólo el de deso- 
porición forzada de personas, ya que todos serán susceptible 
de ser conocidos y sustanciados por los tribunales castrenses, 
siempre que en su comisión el representante se encuentre en 
servicio o los cometa con motivo de actos del mismo. 

Sobre la posible violación o los artículos 14, 17 y 21 de 
la Constitución Federal, el procurador de la República 
señaló que un delito continuado tiene primero que existir, y 
$610 a partir de entonces puede hablarse de delito, es decir, 
mientras lo conducta que se considera punible no hoya sido 
considerado como tal, las que se hubieran cometido con ante- 
rioridad o su tipificación no podrán ser penadas, pues en el 
momento en que se ejecutaron aún no eran delitos. 

Por otra parte, dicho funcionario consideró que el Distrito 
Federal no está en aptitud de acreditar el principio básico de 
afectación, ya que es t6cnicamente irnpostble que la Con- 
vención vulnere o restrinja .facultades del orden local del Dis- 
trito Federal, el cual por definición se encwentra sometido a 
las i n a m a u t h  intrtrnacion& cebbr&prrr d Rratsrdente 

cdek m k a  con !a apheicftn dd %no&. 
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8. ARGUMENTOS Y RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL EN 
PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTlClA 

DE LA NACIÓN 

El Pleno del Alto Tribunal se declaró competente para conocer 

de la presente controversia constitucional, de conformidad 

con lo dispuesto en el ortículo 105, frocción 1, inciso a) de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

virtud de que se plantea un conflicto entre la Federación y el 

Distrito Federal y manifestó que, independientemente de su 

denominación, la Convención lnteramericana sobre Desapa- 

rición Forzada de Personas, constituye un tratado, entendido 

éste como un acuerdo internacional celebrado por escrito 

entre Estados y regido por el derecho internacional, sea que 

dicho acuerdo conste en un instrumento único o en dos o m6s 

instrumentos conexos, cualquiera que sea su denominación 

~art icular.~ 

Coincide en los mismos términos la Ley sobre lo Celebra- 

ción de Tratados, en su artículo 20., fracción 1, primer ~órrafo, 

que define al tratado como: 

El convenio regido por el derecho internacional público, 
celebrado por escrito entre el Gobierno de los Estados 
Unidos Mexicanos y uno o varios sujetos de Derecho Inter- 
nacional Público, yo sea que para su aplicación requiera 
o no la celebración de acuerdos en materias específicos, 
+ualquiera que sea su denominación-, mediante el cual 
los Estados Unidos Mexicanos asumen compromisos. 

-- 
' Semonorio ..., op. cit., Tomo XVII, morro de 2003, earis: 211. W11/2003. p. 561; IUS: 

h84562. 



a )  Oportunidad de la demanda 

Respecto a las causas de improcedencia por extemporanei- 

dad expresadas por las autoridades demandados, bajo el 

argumento de que la controversia constitucional se interpuso 

cuando aún no culminaba el procedimiento por el que un 

trotado internacional adquiriera el carbcter de "Ley Suprema 

de la Uni6n' en los términos del articulo 133 constitucional, 

el Alto Tribunal, después de hacer una lectura comprensiva 

de la normatividad aplicable, infirió que las etapas de este 

procedimiento son: 

a) Celebración, que incluye la negociación y firma del 

tratado por el Eiecutivo Federal. 

b) Aprobación del tratado por el Senado 

c) Ratificación por el Presidente de la República 

d) Registro del tratado 

e) Publicación del tratado en el Diario Oficial de lo 
Federación. 

fJ Rúbrica del secretario de Estada. 

La Suprema Corte afirmó que si bien, por una parte, la 

demanda inicial presentada contra el decreto aprobatorio 

de la Convención, fue hecha cuando el procedimiento de 

creaci6n del tratado todavio no habia culminado, no debe 

olvidarse que, por otra parte, la  cadore presentó un escrito 
de ampliacittn de demanda en ta cual raqueda la invalidaz 
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del decreto promulgatorio de la citada Convención, baio los 

mismos argumentos que la primera demanda. 

También mencionó que no obstante que en el escrito inicial 

de controversia se demandó la invalidez del decreto apro- 
batorio mencionado, su anólisis integral lleva a concluir que 

desde entonces se pretendió combatir la norma general con 
que finalmente concluyó el procedimiento de creación del 
tratado y no el acto de aprobación en forma aislada, pues 
en ningún momento alegó vicios de éste. 

Ahora bien, en relación con la oportunidad de la amplia- 
ción de la demanda de controversia constitucional, en la cual 
se impugnó el decreto promulgatorio de la Convención en 
cuestión, el Alto Tribunal recordó que al resolver el recurso 

de reclamación interpuesto por el Poder Eiecutivo Federal en 

contra de la admisión de dicha ampliación, determinó que 
la admisión era procedente ya que constituía un hecho super- 

veniente, y que su promoción era oportuna ya que se había 
hecho dentro del plazo legal correspondiente; en conse- 
cuencia, tales aspectos ya no podían ser materia de análisis 

en la presente instancia, dado que las resoluciones dicfadas 

por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en un recurso 
de reclamación son inapelables. 

El Alto Tribunal consideró que resultaba ocioso sobreseer 
en esta controvesia, con base en la extemporaneidad de su 

impugnación, cuando la  referida ampliaeibn de demanda 
se promovió en contra de la  promulgaciiin del decmto que 
aprueba la mencionada Convención, publicada en el Diaria 
Oficial de la  Federación el 6 de maya de 2002, y al tmtcrne 
de un tratado internacional, esto as, de una n m a  ganerol, 



se contaba con un plazo de 30 dios para su presentación, el 
cual transcurrió del 7 de mayo de 2002 al 17 de iunio del 
mismo 060, fecha en que se presentó la mencionado 
ampliaci6n; por tanto, su presentación fue oportuna. 

E l  Tribunal en Pleno nrconoci6 la legitimación procesal del 
jeto de Gobierno del Distrito Federal, para ejercitar la vio de 
controversia constitucional a nombre y representación del 
propio Distrito Federal. En cuonto a la legitimidad pasiva, 
también consider6 que los representantes de las autori- 
dades demandodas estaban legitimados para responder la 
demondo. 

Respecto ol argumento hecho valer por la C6mara de 
Senadores, en el sentido de que faltaba la decioraci6n fun- 
dada y motivada del iefe de Gobierno del Distrito Federal, 
previa al eiercicio de la acci6n ante lo Suprema Corte de 
Justicia de lo Nacibn que requiere el articulo 31 del Estatuto 
de Gobierno del Distrito Federol, el Máximo Tribunal consideró 
que ese argumento era infundado ya que aquel ha susten- 
tado el criterio de que cuando en un cuerpo normativo secun- 
dario se prevean requisitos de procedibilidad poro hacer uso 
de un medio de conhol constitucional, deben prevalecer los 
que al e k t o  fd/klle la pmpia Noma Fundamental, os¡ como 
su ky teQkrmenktria específica, en aurtomiento a los princi- 
pia da supnmocItr constihnsionol y espsoai'id, lo que no 
'Y un nquMto exigido pw k ley ngkunenth de lo 
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c) Causales invocados contra lo procedencia de la contro- 
versia constitucional 

Los demandados solicitaron la improcedencia de esta con- 
troversia constitucional, bajo el argumento de que los tratados 
internacionales no pueden ser impugnados al través de esta 

vía, ya que el Estado Mexicano que los emite no está con- 
templado como sujeto pasivo en el artículo 105, fracción 1, 
de la Constitución Federal, sin que la referencia que la norma 
constitucional hace a la Federación pueda entenderse como 
"Estado mexicano". 

Al respecto, el Máximo Tribunal estimó infundada esa causa 
de improcedencia, al senalar que para entender la existen- 
cia de los diferentes órdenes jurídicos previstos en la Consti- 

tución Federal y que conforman a la entidad denominada 
Estado mexicano, es precisa atender al criterio establecido en 

la controversia constitucional número 31/97,6 promovida 
por el Ayuntamiento de Temixco, Morelos, según el cual, de 
una lectura integral de las normas constitucionales aplicables, 
existen cuatro órdenes iurídicos dentro del Estado mexicano, 

con competencias específicas para cada una de ellos, a saber: 

1)  El orden iurídico federal. Sustentado en el artículo 40  

de la Carta Magna, que consagra la unión de todos los Esta- 
dos que se integran dentro de una Federación. 

2) El orden iurídico estatal o local. Cuya existencia encuen- 
tra apoyo en el mismo artículo 40  constitucional, en cuanta 

- 
6Semona~.,. op. n<., TomoXT, e- ds 2OW, p. 665; IUS: 6215; mbik i  rs5narndo 

... o++.@.. b k u n o ~ o d u b n & 2 0 0 5 , > a * P J I  136RW5,P:2062; 1E: 177m6. 



pravé la existencia de Estados libres y soberanos en su rbgimen 
interior, con la obligación de que el ejercicio de la autonomía 
estatal respete las prevenciones de lo Constitución Federai. 

La propia Carta Magna detolla el campo de atribuciones 
que tiene la Federación y cada uno de los entidodes federa- 
tivas. Conforme a su artículo 124, se otorgan facultades expre- 
sas a los funcionarios federales, entendiendose reservados 
las demás a los Estados de la RepúMico. 

3) El orden iurídico del Distrito Federal. E l  fundamento 
de su autonomía estructural y funcional, en relación con 10s 

órdenes jurídicos estudiados con antelación, es el artículo 
122 constitucional, el cual establece las prevenciones corres- 
pondientes a la coexistencia de los órganos de gobierno 
los cuales se encomienda eiercer el poder político de la  enti- 
dad, sobre el espacio territorial descrito en el artículo 44 de 
la Carta Magna, cuyas caractedsticas son diversas a las del 
arden iurídico estatal. 

4) E l  orden jurídico constitucional. Es el que establece el 
s~stema de competencias al que deberón ceiíine en su aspecto 
orgánico la Federacibn, los Estados, los Municipios y el Distrito 
Federal. El orden iurídico conctitucional es lo  que se conoce 
en la dochina como aspecto dogmático, en tanto previene las 
obligaciones que deben ser respetadas, sin distinción, por 
las autoridades de los tres órdenes iurídicos anteriores. 

En el fema de loa Wdo9 intemacionoles, fa propio Carta 
Fundamental, en los articulas 89, fracci6n X v  76. fraccibn 1, 
encomienda w celebrución al $rssidttnta de la Rsp(rblicc, y su 

o p r o k b n  e la rde Sanotioaar d$ Coylrao de la 



CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 3312002 49 

Unión; asimismo, en su artículo 11 7 prohíbe a las entidades 

federativas celebrar alianza, tratado o coalición con otro Esta- 

do o con las potencias extranjeras. 

Dichas disposiciones constitucionales disponen: 

ART~CULO 89. Las facultades y obligaciones del Presidente 

son los siguientes: 

X. Dirigir lo político exterior y celebrar tratados internacio- 
nales, sometiéndolos a lo aprobación del Senado. ... 

ART/CULO 76. Son facultades del Senado: 

... aprobar los tratados internacionales y convenciones 

diplomáticas que celebre el Eiecutivo de lo Unión. 

ART~CULO 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso 

de ia Unión que emanen de ella y todos los Tratados que 
estén de acuerdo con la mismo, celebrados y que se cele- 

bren por el Presidente de la República, con aprobación 
del Senado. serón la Ley Suprema de toda la Unión. Los 
peces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, 

leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario 
que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 
Estados. 

ART~CULO 11 7. Los Estados no pueden, en ningún caso: 

I Celebrar allanza, tratado, o coalic~ón con otro Estado 

ni ton los @ncios ext'ran/ems; ... 
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Las disposiciones constitucionales relativas a la celebra- 

ción y aprobación de los tratados, previstas en los artículos 

89, fracción X y 76, fracción 1 de la Norma Fundamental, se 

desarrollan en la Ley Sobre la Celebración de Tratados y de 

la lectura de sus artículos del 1 o. al 50. se desprende que los 

tratados sólo ~ o d r ó n  ser celebrados entre el Gobierno de 

los Estados Unidos Mexicanos y uno o varios sujetos de dere- 

cho internacional público; que con la firma ad referéndum 

de un tratado, los Estados Unidos Mexicanos hacen constar 

que su consentimiento en obligarse por un tratado requiere 

de su posterior ratificación, adhesión o aceptación, para ser 

considerado como definitivo; que en el Senado se turnen 

a la Comisión respectiva, en los términos de la Ley Orgánica 

del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pora 

la formulación del dictamen que corresponda y, en su opor- 
tunidad, la resolución del Senado se comunique al Presidente 

de la República; que la voluntad de los Estados Unidos Mexi- 

canos pora obligarse por un tratado se manifestará a través 

del intercambio de notas diplomáticas, canje o depósito del 

instrumento de ratificación, adhesión o aceptación, mediante 

las cuales se notifique la aprobación por el Senado del tratado 

en cuestión. 

Así, en el proceso de formación de un tratado interna- 

cional, como norma que integra el orden jurídico mexicano, 

participan el titular del Poder Eiecutivo, por sí o a través de 
sus plen~patenciarios, y la Cámara de Senadores del Con- 

greso de la Unibn que forman parte integrante de la Federa- 

ción; consecuentemente, cuando ios am'culos 94, párrafo 

octavo y 105, fraccibn II de la propia Constitución Federal se 

refieran a los frat<rdas celebrados pw el Esbodn me*imno, 
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quieren significar a los Poderes Federoles Legislativo y Ejecu- 

tivo, integrontes de la Federación, como Órganos Supremos 

de la Unión. 

La soberonía del Estodo mexicano impone que los tratados 

internacionales, como normas de derecho externo, no valgan 

por sí en nuestro sistema jurídico interno, sino que es menester 

su incorporación al ómbito domestico mediante la recepcibn 

del tratado, a través de su aceptación, aprobación o rotifi- 

cación y difusión oficial. 

Los tratados internacionales inician su vigencia dentro del 

territorio nacional a partir de su publicación en el Diario 

Oficio/ de /o Federacibn. Sin embargo, de los artículos 11  y 
18 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Trata- 

dos deriva que una vez que las partes negociadoras firman 

el tratado o conieon los instrumentos que lo constituyan, 

quedan obligadas a abstenerse de cualquier acto que frustre 

el objeto y fin del tratado, sin importar que se hoya firmado 

od referendurn, o seo que se hoya hecho constar su con- 

sentimiento en obligarse por el tratado, pero se encuentre 

pendiente de ratificación, aceptación o aprobocibn, para que 

esa obligación se considere definitiva. 

La controversia constitucional busca dar soluc~bn juríd~ca 

o los conflictos constituc~onales que puedan surgir entre los 

diversos niveles de gobierno, ya sean Munictpal, Estatal o 

Federal, y los que pueden presentarse entre los propios 6rga- 

nos de gobierno del Distrito Federal o entre dstos y los antes 

mencionados, y otorgo o codo uno de ellos uno acción pam 
impugnar ocios u ordenomientos genemía qw, estimen incorn- 
potibles con lo Constitución y otorga facultades a la Supremo 
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Corte para que, en su caso, pueda invalidar los actos del 

poder público contrarios a ella. 

Cuando la Constitución alude a los tratados internacio- 

nales, señala expresamente que son aquellos "celebrados por 

el Estado Mexicano" y que lo obligan, pero de ahí no cabe 

inferir que para demandar ia invalidez de un tratado en uno 

controvemia constitucional, deba intentarse la acción llamando 

a juicio a los tres Poderes Federales y a todas y cada una de 

las entidades federativas, o seo, al Estado mexicano, porque 

tal extrema no 5e infiere del artículo 105 constitucional, ni 

de su Ley Reglamentaria, de los que se desprende que en tal 

supuesto s6io resultan demandadas las autoridades integran- 

tes de los Poderes de la Federación que intervienen en el pro- 

cesa de formación del tratado internacional, quienes ejercen 
dichas facultades como representantes de toda la nación. 

Atenta a lo anterior, s i  la demanda de controversia consti- 

tucional la promueve el Distrito Federal por conducto del iefe 

de Gobierno, en contra de los dos Poderes de la Federación 

que celebraron y aprobaran el tratado, es claro que se surte 

la hipótesis de procedencia que prevé el artículo 105, fracción 

1, inciso a) de la Constitución General de la República. 

Por otra parte, el procurador general de la República adu- 

ce que el Senodo de la Repítblica, como representante de las 

ent~dodes federodas, esta facultado paro solicitar a esta 

Suprema Corte de Justino de la Nacidn qua realice un análisis 

abstro& de la can&Mnai idad de la wrmo; sin &~o, 
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las entidades federativas o por el Distrito Federal, por sí mis- 

mos, o través de la controversia constitucional cuando consi- 

deren que les causa alguna afectación por rebasar los 

principios rectores previstos en la propia Constitución Federal. 

Asimismo, consideró que el Presidente de la República 

carece de razón al sostener, que la presente controversia cons- 

titucional es improcedente porque el Estado mexicano no 

puede invadir la esfera de competencia de las entidades fede- 

rativas que lo componen, ya que ha sido criterio reiterado 

del Tribunal en Pleno que la controversia constitucional no 

sólo tiene por objeto la tutela del ámbito de atribuciones que 

la propia Norma Fundamental otorga a los órganos origina- 

rios del Estado, sino que también tiende a preservar la regu- 

laridad en el eiercicio de las atribuciones constitucionales a 

favor de tales órganos, los que nunca deberán exceder los 

principios previstos en la propia Constitución Federal y, por 

ende, las transgresiones invocadas también están suietas a 

dicho medio de control constit~cional.~ 

Sobre el argumento expresado por la Cámara de Sena- 

dores en el sentido de que la demanda era improcedente 

porque la actora no expone de qué manera la reserva y la 

declaración interpretativa impugnadas afectan el ámbito iurí- 

dico de sus atribuciones, o cuál derecho fundamental de las 

personas humanas sujetas a su imperio se vulnero, el Alto 

Tribunal consideró a este planteamiento coma porcialrnente 

fundado, por lo que procedió a su examen. 

'Sernomor h... op. cit., Tomo XIY, lepliernbre da 2001, tesis R/J. 11212W1, p. 881; la: 
188857; Tomo X, dspffanbm de 1'999, twa PlJ, 98/99, p:783; IUS: 193259. 
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d) La reserva expresa 

Respecto de la reserva expresa, el demandante estimó que le 
depara perjuicio porque desvirtúa la figura delictiva de desa- 
parición forzada de personas que esiablece el artículo 281 
sextus del Código Penal del Distrito Federal e impide a los 
tribunales de esa entidad juzgara los militares que, encontrán- 
dose en el eiercicio de sus funciones, cometan ese delito. 

La Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados 
reconoce la figura jurídica de la reserva expresa para ser 
utilizada cuando una norma internacional, contenida en un 
tratado, afecte directamente normas fundamentales del 
derecho interno del Estado firmante, por lo que éste puede 
alegar tal circunstancia como fundamento para negar su con- 
sentimiento sobre ollas y su consecuente inaplicación. 

Dei articulo IX de la Convención, respecto del cual el 
Gobierno Mexicano estimó conveniente formular reserva, 
derivan dos ideas fundamentales: 

En primer lugar, que es competencia de las iurisdicciones 
de derecho común conocer del delito de desaparición forzada 
de personas, con exclusión de toda iurisdicción especial, en 
particular, la militar. 

En segundo lugar, que los hechos constitutivos de la d e s -  
paricitin forzada de personas no podrán considerarse como 
cometidos en el ejercicio de las funciones militares. 

Por otra parte, de la reserva impugnada se infiere que 
el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, al formular la 
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reserva al artículo IX de la referida norma de derecho interna- 
cional, quiso significar que ésta no puede ser aplicada en el 

territorio nacional, en la porción que excluye la competencia 

de los tribunales militares para conocer de los hechos constitu- 

tivos de desaparición forzado de personas, cometidos por 

los militares en servicio, asícomo lo parte en que la Conven- 

ción considera como tribunales especiales a esos órganos 

jurisdiccionales, ya que la estimó contraria al espíritu del artículo 

13 constitucional que consagra el fuero de guerra para los 

delitos y faltas que atenten contra la disciplina militar, el cual 

no constituye una jurisdicción especial prohibida por esa Nor- 

ma Fundamental. 

El Tribunal en Pleno consideró que asistía la razón a la 

Cámara de Senadores al alegar la improcedencia del iuicio 

respecto de la reserva impugnada, pues contrariamente a lo 

sostenido por el jefe de Gobierno del Distrito Federal en su 

demando, resulta inexacto que condene o la ineficacia a las 

distintas normas iurídicas que se han establecido en el derecho 

común para sancionar la conducta delictiva mencionada, 

en particular, lo establecida en el artículo 168 del Código 

Penal para el Distrito Federal de 2002, antes 281 sexlus del 

Código Penal para el Distrito Federal anterior, cuyo tenor es 

el siguiente: 

ARTICULO 168. Al servidor público del Distrito Federol 
que con motivo de sus atribuciones, detenga y mantenga 
oculta a una o varias personas, o bien autorice, apoye o 
consienta que otros lo hagan sin reconocer la existencia 
de tal privación o niegue informoción sobre su paradero, 
impidiendo con ello el eiercicio de los recursos legoles y 

las gorantias procesoles procedentes, se le sancionará con 
prisión de quince a cuarenta años y de trescientos a mil 



días multa, destitución e inhabilitación para el desempeño 
de cualquier cargo, empleo o comisión hasta por diez años. 

Al particular que por orden, autorización o con el apoyo de 
un servidor público participe en los actos descritos en el 
púrrafo anterior, se le impondrán prisión de ocho a quince 

años y de ciento cincuenta o quinientos días multo. 

Las sanciones previstas en los p6rrafos precedentes se dis- 
minuirhn en una tercera parte, cuando el agente suministre 
información que permita esclarecer los hechos y, en una 
mitad, cuando contribuya u lograr la aparición con vida 
de la víctima. 

Este delito no se sujetarú a las reglas de la prescripción, por 
lo que no prescribir6 bajo los supuestos a que ellas se 
refieren. 

De lo lectura de esa disposicibn legal, el Máximo Tribunal 

advirtió que con!emplo como sujeto activo del deiito de deco- 

parici6n forzada de personos "al servidor público del Distrito 

Federal"; por ende, dicha disposición no es aplicable a los 

miembros de la milicia pues no son servidores públicos del 

Distrito Federal y no se encuentron mencionados en los ortícu- 

los lo., 20. y 13 de l a  ley Orgánica de l a  Administración 

Público del Distrito Federal 

Del análisis de la normatividad que rige a las Fuerzas 

Armadas se infiere, que se encuentron integradas por la Secre- 

taría de l a  Defensa Nacional -incluye al  Ejército y la  Fuerza 

Aérea-, y por la Secretaria de Marina con la Armada de 

México; dichas Secretarías forman parte de lo administración 

público federal centralizada y ouxiiian al titular del Poder Eie- 

cutivo en el despacho de b s  asuntos dentro del ómbito de su 
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competencia. Consecuentemente, los miembros de esas insti- 

tuciones son servidores públicos federales. 

En tal orden de ideas, si las instituciones militores son ajenas 

a la organización de la administración pública del Distrito 

Federal, consecuentemente sus miembros no podrán incurrir 

en el delito de desaparición forzada de personas previsto en 

el artículo 168 del Código Penal del Distrito Federal pues, 

como se ha señalado, dicho ilicito contempla como sujetos 

activos a los semidores públicos del Distrito Federal. 

Por tal razón, la reserva cuestionada que impide que los 

militares que cometan el delito de desaparición forzada de 

personas sean juzgados por los tribunales ordinarios, ninguna 

afectación puede causar al Distrito Federal, pues las disposi- 

ciones del Código Penal de la entidad que representa, tratán- 

dose de ese delito, no podrían, en ningún caso, ser aplicadas 

a los militares, aun cuando no se hubiera formulado la reserva. 

Con independencia de lo anterior, cabe señalar que no 

es la cláusula de reserva a la Convención la que, en todo 

caso, pudiera impedir al Distrito Federal juzgar y castigar 

penalmente a los militores que cometan el delito de desapa- 

rición forzada de personas, sino la propia Constitución Federal 

cuando en su artículo 73, fracción XIV, en relación con los 

diversos 76, fracciones II y 111,89, fracción VI, 90, 1 19 y 132 
de la propia Norma Fundamental, confiere al Congreso de 

la Unión la facultad exclusiva y excluyente de reglamentar 

todo lo concerniente al ámbito militar, por lo que el Distrito 

Federal y las entidades federativas no pueden dictar ninguna 

disposición legal que tenga que ver con los miembros del 

ejército. 
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e) La Declaración Interpretafíva 

Al respecto, el Alto Tribunal consideró ineficaz el planteamiento 
que hizo lo Cómara de Senadores con relación a la declara- 
ción interpretativa del tratado, en el sentido de que tal dispo- 
sición general no afecta el ámbito de atribuciones del Distrito 
Federal, pues tiene como finalidad determinar la forma en 
que deberón ser aplicadas las normas iuridicas contenidas 
en el mismo y aclarar sus ambigüedades, y que con esa finali- 
dad el Gobierno Mexicano emitió lo declaración interpretativa 
del tratado. 

Por otro lado, la parte octora señala que la declaración 
interpretativa formulada por el gobierno mexicano vulnera 
las atribuciones de diversos órganos del Distrito Federal 
para investigar, perseguir y sancionar la comisión del delito 
de desaparición forzado de personas previsto en el Código 
Penal poro el Distrito Federal, yo que tiene el propósito de 
evitar que se finquen responsabilidades penales a los suietos 
activos de ese delito. 

Paro determinar si la declaración interpretativa afecta o 
no las afribuciones de las autoridades del Distrito Federal, e¡ 
Alto Tribunal consideró necesaria desentrañar el alcance de 
eso disposicibn general y verificar su constitucionalidad a la 
luz del principio de irretroactividod de lo ley consagrado en 
el artículo 14 constitucional, que dio razones mhs que sufi- 
cientes para desestimar la invocada causa de improcedencia 
señalado por el Senado, conforme al criterio previo por él 
e~tablecido.~ 

-- 
'S.mooorio ... op. cit., TomoX. *Ptismbn& 1999, htris P/J. 92/99, p 710; #U$: 193266~. 
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El Tribunal en Pleno consideró que la Cámara de Seno- 
dores fiió el alcance que debía darse a la Convención, con 
el fin de hacerlo congruente con lo ordenado por el artículo 
14 constitucional, el cual prevé el principio de irretroactividad 
y hacer factible su aplicación en el territorio nacional. Por 
ello, la declaración interpretativa manifiesta que las disposi- 
ciones del tratado se aplicarán a los hechos que se hubieran 
realizado con posterioridad a lo entrado en vigor de la norma 
internacional. 

El argumento de la actora, en donde establece que la 
aludida declaración interpretativa parte de una inadecuado 
interpretación del principio de irretroactividad de la ley, 
contenido en el artículo 14 constitucional, se consideró infun- 

dado por las siguientes razones: 

El primer ~ á r r a f o  del artículo 14 de la Constitución 
Federal, dispone: 

A ninguno ley se doró efecto retroactivo en periuicio de 
persono alguna. 

El texto anterior podría entenderse que no se refiere a las 
leyes sino a los actos de aplicación; sin embargo, reiterado- 
mente el Alto Tribunal ha considerado que el principio cons- 
titucional de irretroactividad de lo ley, rige tanto para las leyes 
como para los tratados. 

Sustenta lo anterior, ya que cuando la Constitución emplea 
la palabra "leyu en el articulo 14, no se está refiriendo de 
manera restrictiva sólo a aquellas ordenamientos o normas 
de carácter general emanados de algún órgano parlamen- 
tario, sino que abarca cualquier norma de carácter juridico 



M) L A  R ~ ~ R O A C ~ I V I D ~ \ D  EN EL D E ~ ~ T O  DE OESAPARICI~N FORZADA DE PERSONAS, 

que tombikn podrío estor contenida en los tratados internacio- 
naies, a trov6s de los cuales los Estados concertantes estable- 

cen outknticas normos de carócter internacional que, sin ser 

leyes, generan uno serie de obligaciones paro los partes que 
en ellos intervienen. 

Esto otirmocitfn se corrobora con la circunstancia de que 

el orticulo 133 englobo en el concepto de "Ley Supremo de 

todo lo Unión", no s6la a (a propia Constituci6n Federal, sino 

tombikn de monero particular o las leyes que de ella emanen 

y o los trotados celebrados conforme a ella, lo que significo 

que s i  todos ellos finolmente son normas, consecuentemente 

o dichos trotadas les son aplicables tombien los prohibiciones 

inheientes o oqué\los, entre ellos, lo  de no retrooctividod 
de lo ley. 

E1 Alto Tribunol continúo señolondo que en materio penal 

la figuro de lo retrooctividod odquiere sumo relevoncio; 10s 

arontecirn~entos sucedidos ontes de lo entroda en vigor de 10 
ley no pueden ser juzgodos por ksta en perjuicio de olguien, 

lo cual no s41a smplico un coníiicto de ieyes en el tiempo, es 

dectr, el choque entre lo ley octuol y lo onterior, sino la con- 

tundente prohibici6n poro oplicorlo o hechos desarrollados 

por el gobernodo cuondo no hobio norrno alguno. Por tol razón, 

de ocuerdo con el principio señalado, no puede soncionarse 

coma dek~ctuoso lo conducto reolizodo ontes de que una ley 

lo prohibiera O lo especificoro como delito, ni en su coso 

podrio imponerse una m i 6 n  mayor a lo señotodo poro \o 
epoca en que se reoliztf el acto delictuoso. 

En cambio, considera que cuando se suprime un hecho 
en el catcilogo de los delitos por virtud a una ley posterior a 
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la realización del hecho antes considerado delictivo, no habrá 

razón para imponer las disposiciones de la ley onterior, pues 

de acuerdo con el principio de irretroactividad señalado, la 

ley no puede aplicarse retroactivamente en periuicio del 

gobernado pero sí en su benef i~ io .~  

Estima que la naturaleza del delito es de suma importancia 

tanto para la solución de los conflictos de la aplicación de 

las leyes en el tiempo, como para determinar el momento 

en que inicia el cómputo de la prescripción, pues mientras el 

delito no quede consumado no puede prescribir, conforme a 

lo dispuesto por el artículo 102 del Código Penal Federal 

que señala: 

ART~CULO 102. Los plozos para la prescripción de la 

acción penal serán continuos; en ellos se consideroró 

el delito con sus modalidades, y se contarán: 

l .  A pariir del momento en que se consumó el delito, si 

fuere instantáneo; 

II. A partir del día en que se realizó el último ocio de eje- 

cución o se omitió la conducta debida, s i  el delito fuere en 

grado de tentativa; 

III. Desde el dio en que se realizó la última conducta, 

tratándose del delito continuado y 

¡V. Desde la cesación de la consumación en el delito 

permonente. 

sSernonorio..., Quinto Época, Torno XCIV, p. 1438; IUS: 302648; Torno CXIII, p. 473; 
IUS: 318914. 



Al analizar los artículos II y lli de la Convención, lo Corte 

infiere que en ella se considero delito de desaparición forzada, 

la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera 

que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por 

personas o grupos de personas que actúen con la autorizo- 

ción, el apoyo o la aquiescencia de éste, seguida de lo falta de 

información o de lo negativa a reconocer dicha privación 

de libertad o de informar sobre el paradero de la persona. 

Asimismo, imprime a ese delito lo naturaleza de "continuado 

o permanente", mientras no se determine el destino del pasivo. 

Resalta que en nuestro rkgimen jurídico se contempla, 

desde el l o .  de junio de 2001, el tipo penal de desaparición 
forzada de personas en los artículos 21 5-A al 21 5-D del Código 

Penal Federal. 

Que par su parte, el articulo 70. del Código Penal Federal 

clasiiica a los delitos de acuerdo con su naturaleza, de la siguien- 

te forma: 

... El delito es: 

l. Instanfóneo, cuando la consumoción se ogoto en el mis- 
mo momento en que se han realizado todos sus elementos 
cansfttutivos; 

II. Permanente o continuo, cuando la consumación se 

prolonga en el tiempo; y 

111. Continuado, cuando con unidad de propósito delictivo, 
pluralidad de conductas y unidad de suieto pasivo, se viola 
el mismo precepto legal. 
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Por tanto, establece que conforme a nuestro derecho 
penal, delito continuo no es lo mismo que delito continuado, 
y cuando el artículo lll de la Convención establece que el 
delito de desaparición forzada de personas será considerado 
como continuado o permanente, mientras no se establezca 
el destino o paradero de la víctima, debe entenderse que el 
continuado, que la norma equipara con el permanente, se 
identifica con el continuo de la fracción II del artículo 70. del 
Código Penal Federal. 

Atento a las características de los delitos instantáneos, 
permanentes o continuos, y continuados, el Tribunal en Pleno 
concluyó que el delito de desaparición forzada de personas 
que contempla el artículo 11 de la Convención impugnada, 
de acuerdo con el derecho positivo mexicano, es de natura- 
leza permanente o continuo, ya que si bien este delito se 
consuma cuando el sujeto activo priva de la libertad a una o 
más personas, con la autorización, apoyo o aquiescencia del 
Estado, seguida de la falta de información sobre su paradero, 
dicha consumación sigue dándose y actualizándose hasta que 
aparecen las sujetas pasivos o se establece cuál fue su destino. 

Asimismo, señala que con la inserción de la declaración 
interpretativa el Gobierno mexicano, a través del Senado de 
la República, quiso significar que no podrá aplicarse a aque- 
llas conductas constitutivos de ese ilícito, cuya consumación 
hubiera cesado antes de que adquiriera obligatoriedad, la 
nueva norma, circunstancia que no impide que se aplique a 
las conductas típicas de tal delito que habiéndose iniciado 
antes de su vigencia se continúen consumando durante ello. 

Par tanta, la aplicación de la Convención sería retroactiva 
respecto de aquellas desapariciones cuya consumación cesó, 



porque el suieto pasivo apareció, vivo o muerto, antes de su 

vigencia, lo que resulta congruente con el principio de irretro- 

actividad de la ley en periuicio de persona alguna estable- 

cido en el articulo 14 constitucional y con la naturaleza del 

delito permanente o continuo, porque impide la aplicación de 

la norma a hechos  pasado^.'^ 

El Alto Tribunal enfatiza que es importante conocer y preci- 

sar cuándo un delito es continuo o permanente, para poste- 

riormente conocer el momento de cesación de la conducta 

típica, porque sólo en esa instancia habrá iniciada su curso 

la prescripci6n de lo acción persecutoria. 

De ahi, estima que surgen los dos requisitos necesarios 

paro lo aparici6n del delito permanente, a caber: 

a) Duroci6n en el tiempo de la consumoci6n, y 

b) Dependencia de tal consumación de lo voluntad del 
autor de la conducta. 

Así, existen bienes que no resisten la aparición del fenó- 

meno de la permanencia en la consumación, como no sería 

el caso de lo "libertad" que jamás queda agotado, ya que su 

naturaleza le permite resistir uno consumación de la conducta 

tipica prolongada en el tiempo; de ahí que delitos como la 

privación ilegal de la libertad sean característicamente delitos 

permanentes. 

'" Lmomrio. ., op. cil., Tomo XM. mano de 2W4. hit lo. XWZW4, p 307; IUS: 
181898. 
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En este orden de ideas, el delito continuado sólo puede 
recaer sobre bienes que, aunque sea factible comprimirlos, 

al interrumpirse las acciones, revierten a su estado anterior, 

por lo que todos los delitos en los cuales se afecta la libertad 

constituyen delitos permanentes. 

Por tanto, señala que en el delito de privación ilegal de 
la libertad, la prescripción del derecho de acción del Estado 

no puede iniciarse el día en que el agente del delito coarta 

la libertad del sujeto pasivo, sino que comenzará el día en 

que el delincuente le devuelva la libertad, por tratarse de 

un delito permanente. 

En tal virtud, el Tribunal en Pleno estimó que carece de 

razón el actor al entender la "declaración interpretativa" en el 

se'ntido de que los delitos de desaparición forzada de perso- 

nas que empezaron a cometerse antes de la Convención, 

pero que se prolongan después de su vigencia, porque todavía 

no aparecen los sujetos pasivos ni vivos ni muertos, quedarían 

impunes. 

Conforme a iodo lo anterior, el Alto Tribunal manifestó 

que debía reconocerse la validez de la declaración interpre- 

tativa de la Convención lnteramericana sobre la Desaparición 

Forzada de Personas y, en conclusión, resolvió que era parcial- 

mente procedente pero infundada esta controversia consti- 

tucional, y sobreseyó el juicio en relación con la reservo 

formulada por el Gobierno Mexicano al articulo iX de lo Con- 

vención Interamericano sobre la Desaparición Forzada de 

Personas, y reconoció la validez de la declaración interpre- 

tativa de la Convención lnteramericana sobre la Desaparición 

Forroda de Personas. 
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D e esto resolución derivaron las tesis R/J. 50/2004, 
P/J. 49/2004 y P/J. 48/2004, publicadas en el Semanario 

Judicial de /a Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XX, iulio de 2004, páginas 920,967 y 968, respectivomente; 

así como las tesis P/J. 87/2004, f?/J. 86/2004, P/J. 85/2004 
y ¡?/J. 84/2004, publicadas en el mismo Semanario, Tomo 

XX, septiembre de 2004, páginas, 1 121, 1257 y 1258, 
respectivamente, con los siguientes rubros y texto: 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. EL SOBRESEIMIEN- 
TO POR FALTA DE INTERES LEG~TIMO DEBE DECRETARSE 
SIN INVOLUCRAR EL ESTUDtO DEL FONDO, CUANDO 
ES EVIDENTE LA INVlABlLlDAD DE LAACCI~N.-L~ iuris- 
prudencia número '/J. 92/99 del Tribunal Pleno, cuyo titulo 
es: "CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. SI SE HACE 
VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLU- 
CM EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE.", 
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no es de aplicación irrestricta sino limitada a aquellos 

supuestos en que no sea posible disociar con toda claridad 

la improcedencia del iuicio, de aquellas cuestiones que 
miran 01 fondo del asunto, circunstancia que no acontece 

cuando lo inviabilidod de la acción resulta evidente, por- 

que la norma impugnada no afecta en modo alguno el 
ómbito de atribuciones de la entidad octorc, pues tal circuns- 
tancia revela de uno formo clara e inobietable la impro- 

cedencia de la vio, sin necesidad de relacionarla con el 
estudio de fondo del asunto; en esta hipótesis, no procede 
desestimar lo improcedencia para vinculcrla al estudio de 

fondo sino sobreseer con fundamento en el articula 20, frac- 

ción 11, en relación con los articulos 19, fracción VIII, ambos 

de lo Ley Reglamentaria de lo materia, y 105, froccibn 

1, do lo Constituci6n Politica de las Estodos Unidos Mexica- 

nos, debiendo privilegiarse en tal supuesto la aplicación de 
los ~ur~sprudenc~os números P/J. 83/2001 y P/J. 1 12/2001 

de iubroi: 'CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. INTERÉS 
LEGITIMO PARA PROMOVERLA." y "CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. MEDIANTE E S T A A C C ~ ~ N  LASUPRE- 

MA CORTE DE JUSTICIA DE LA N A C I ~ N  TIENE FACUL- 
TADES PARA DIRIMIR CUESTIONES QUE IMPLIQUEN 
VIOLACIONES A LA CONSTITUCI~N FEDERAL, AUNQUE 

NO SE ALEGUE LA INVASI~N DE ESFERAS DE COM- 
PETENCIA DE LA ENTIDAD O PODER QUE LA PROMUE- 

VE . de los que re infiere que poro lo procedencia de la 

controvers~o constilucionoi se requiere que por lo menor 
exista un principio de ogrovio, que se traduce en el interés 

legitimo de las entidades, poderes u órganos o que se 

refiere el articulo 105, fracci6n 1, poro demandar lo invo- 

lidez de lo disposición generol o 0a0 de lo autoridad de- 

mondodo que vulnere su esfera de atribuciones. 

Controversia consfitucionol 33f2002. Jek, de Gobierno 

del Disirito Federol. 29 de iunio de 2004. Unonimidod de 
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nueve votos. Ausente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. 

Ponente: Juan Díoz Romero. Secretaria: Mortha Elba 

Hurtado Ferrer. 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS A QUE SE RE- 
FIERE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA DE BELÉM, 
BRASIL, DE NUEVE DE JUNIO DE MIL NOVECIENTOS 

NOVENTAY CUATRO. LA DECLARACI~N INTERPRETATIVA 
FORMULADA POR EL GOBIERNO MEXICANO N O  VIOLA 

EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY CON- 

SAGRADA EN EL ART~CULO 14 CONSTITUCIONAL.- 
En la mencionada declaración interpretativa, que señalo 
que las disposiciones de ese instrumento internacional se 

aplicarán a los hechos que constituyan el delito de desa- 

parición forzada de personas, el Gobierno Mexicano quiso 

significar que tales disposiciones no podrán aplicarse o 

aquellas conductas constitutivas de ese ilícito cuya consu- 

mación hubiera cesado antes de que adquiriera obligato- 

riedad la nuevo norma, pero no debe interpretarse en el 

sentido de que no se aplique a las conductas típicas de tal 

delito que habiéndose iniciado antes de su vigencia, se 

continúen consumando durante ella, pues al tener el delito 

de desaparición forzada de personas el carácter de perma- 

nente o continuo puede darse el caso de que las conductos 

comisivas del ilícito se sigan produciendo durante la vigen- 
cia de lo Convención. Tal interpretación es ocorde con 

el principio de irretroactividad de la ley consogrado en el 

artículo 14 constitucional, conforme al cual los disposicio- 

nes contenidas en las leyes no se deben aplicar hocio el 

pasado, afectando hechos realizados o consumados antes 
de que aquéllas entren en vigor, por lo que es inconcuso 

que tratándose de delitos de consumación instantánea la 

nueva ley no puede regir conductas o hechos de consuma- 

ción anterior, pues resuitaría retroactivo, lo cual se encuen- 

tra prohibido constitucionalmente. En cambio, sí debe 



70 LA RETROACiiVlDAD EN EL DELITO DE DESRPARICI~N FORZADA DE PERSONAS. 

aplicane la nueva normatividad sin incurrir en el vicio apun- 

tado respecto de hechos constitutivos de delito continuo O 

permanente cuando, habiendo empezado a realizarse 

antes de que aquélla entrara en vigor, se continúan come- 

tiendo, en cuyo caso resultará aplicable, como sucede con 

el delito de desaparición forzada de personas que prevé 

la Convención mencionado, cuya naturaleza es permo- 

nente o continua, porque se consuma momento a momento 

durante iodo el tiempo que el sujeto pasivo se encuentre 

desaparecida. 

Controversia constitucional 3312002. Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal. 29 de junio de 2004. Unanimidad de 

nueve votas. Ausente: Guillermo l .  Ortiz Mayagoitia. 

Ponente: Juan Diaz Romero. Secretaria: Martha Elba Hurtado 

Ferrer. 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. ESE DELITO 

ES DE NATURALEZA PERMANENTE O CONTINUA.-El refe- 

rido delito que contempla e{ articuio 11 de la Convención 

lnteramericana sobre Desoparici6n Fonada de Personos, 

adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el día nueve de 

junio de mil novecientos noventa y cuatro (coincidente con 

la previsto en los articulas 2 15-A del Código Penol Federal 

y 168 del Código Penal del Distrito Federal), de acuerdo 

con el derecha positivo mexicano, es de naturaleza perma- 

nente a continua. yo que si bien el ilícito se consuma cuan- 

do el suieta activa priva de la libertad a una o más 

personas, con lo outariración, apoyo a aquiercencio del 

Estado, seguida de lo falto de información sobre su po- 

mdem, dicho consumación sigue d6ndose y oduolizóndase 

hasta que oparecen los sujetos pasivos O se establece cuól 

fue su destino. 
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Controversia constitucional 33/2002. Jefe de Gobierno 

del Distrito Federol. 29 de iunio de 2004. Unanimidad de 

nueve votos. Ausente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Ponen- 
te: Juan Díaz Romero. Secretaria: Martha Elba Hurtado 

Ferrer. 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. EL PLGZO PARA 

QUE OPERE SU PRESCRIPCIÓN INICIA HASTA QUE APA- 

RECE LA V~CTIMA O SE ESTABLECE SU DESTINO.-De 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 102, 
fracción IV y 70. del Código Penal Federal, tratándose de 

delitos permanentes o continuos, que son aquellos que se 

caracterizan por su consumación duradera, el plaza poro 

la prescripción inicia a partir de que cesa su consumación. 

En tal orden de ideas, si el delito de desaparición forzada 

de personas que contemplo el artículo II de la Convención 

Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, 

adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el día nueve de 

junio de mil novecientos noventa y cuatro (que coincide 

con el previsto en los artículos 21 5-A del Código Penal 

Federal y 168 del Código Penal del Distrito Federal) tiene 

esa naturaleza, en tonto que se consuma momento o ma- 

mento durante todo el tiempo en que la víctima se encuen- 

tra desaparecida, ha de concluirse que el plazo para que 

opere su prescripción de acuerdo con lo establecido en 

los numerales primeramente citados, empieza a correr hasta 

que la conducta ilícito deia de consumarse, esto es, cuando 
el sujeto pasivo aparece (vivo o muerto) o se establece su 

destino. 

Controversia constitucional 33/2002. Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal. 29 de iunio de 2004. Unanimidad de 

nueve votos. Ausente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Ponen- 

te: Juan Díaz Romero. Secretaria: Martha Elba Hurtado 

Ferrer. 
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DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA RESERVA 

EXPRESA FORMULADA POR EL GOBIERNO MEXICANO 

ALART~CULO 1X DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA 
DE BELÉM, BRASIL PUBLICADA EN EL DIARIO OF~CIAL DE 
LA FEDERACI~N EL 6 DE MAYO DE 2002, NO CAUSA 

AFECTACIÓN ALGUNA AL DISTRITO FEDERAL.-La reser- 

va formulado por el Gobierno Mexicano al artículo IX de 
lo Convención Interamericano sobre Desoporición Forzado 

de Personas, adoptado en la ciudad de Beiém, Brasil, el 
9 de iunio de 1994, que impide que los militares que come- 

tan el delito de desaparición forzada de personas sean 

juzgados por los tribunales ordinarios en los términos de 

ese numeral, no causa afectación alguna al Distrito Fe- 

deral, pues los disposiciones del Código Penal de dicho 

entidod, trotbndose de ese ilícito, no podrían, en ningún 
COSO, apJicorse O los militares aun cuando no se hubiera 

formulodo lo reserva. Ello, porque el delito de desopori- 

ctón forzada de personas previsto en el artículo 168 del 

Nuevo C6digo Penal del Distrito Federal, contemplo como 

suletos act~vos o los servidores públicos del Distrito Federol, 
entre los que no se encuentran incluidor los miembros de 
los instituciones militares, por formar parte de lo odminis- 

troción publica federol centralizada, y ser servidores públi- 

cos federales. 

Controversia constitucional 33/2002. Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal. 29 de iunio de 2004. Unanimidad de 

nueve votos. Ausente: Guillermo l. Ortiz Moyogoitio. Ponen- 

te: Juan Dioz Romero. Secretorio: Mortho Elbo Hurtodo 

F errer. 

TRATADOS INTERNACIONALES. PARA DEMANDAR SU IN- 

VALIDEZ EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL ÚNICA- 
MENTE DEBE LLAMARSE A JUICIO A LAS AUTORIDADES 

INTEGRANTES DE LOS PODERES DE LA FEDERACI~N 



TESIS DERIVADAS DE LA ElECUTORiA 73 

QUE INTERVINIERON EN SU PROCESO DE FORMA- 
CIÓN.-S¡ bien es cierto que conforme a los articulas 89, 

fracción X y 76, fracción 1, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, la celebración, aprobación 

y ratificación de los trotados internacionales son atribucio- 

nes exclusivas de los Poderes Eiecutivo y Legislativo Fede- 
rales, que los artículos 94, párrafo octavo y 105, fracción 

11, incisos b) y c), de lo propia Constitución Federal, cuando 

aluden a los tratados señalan expresamente que son aquellos 
"celebrados por el Estado Mexicano", que los compromi- 

sos adquiridos en esos instrumentos obligan a éste, también 

lo es que de ello no se infiere que para demandar la invali- 

dez de un tratado en uno controversia constitucional deba 

intentarse la acción llamando a juicio a los tres Poderes 

Federales y a todas y cada una de las entidades federativas, 
es decir, al Estado Mexicano, pues tal extremo no deriva 

del referido articulo 105 consiitucional, ni de su ley regla- 

mentaria, y sí, en cambio, que en tal supuesto sólo resultan 

demandadas las autoridades integrantes de los Poderes de 

la Federación que intewinieron en su proceso de formación, 

como representantes de toda la nación. 

Controversia constitucional 33/2002. Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal. 29 de junio de 2004. Unanimidad de 
nueve votos. Ausente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Panen- 

te: Juan Díaz Romero. Secretaria: Martha Elba Hurtado 

Ferrer. 

TRATADOS INTERNACIONALES. SON NORMAS GENE- 

RALES Y, POR TANTO, SON IMPUGNABLES EN CONTRO- 

VERSIA CONSTITUCIONAL.-Los tratados internacionales 

son normas generales, ya que reúnen los característl- 

cas de generalidad, permanencia y abstracción y, además, 

las materias enunciadas por la fracción X del artículo 89 

de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos 
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como propias de dichos instrumenios -autodeterminación 

de los pueblos, no intervención, solución pacífica de contro- 

versias, etcétero-, sólo pueden tener su expresión creadora 

y desarrollo lógico a través de normas generales, lo que 

se corrobora con lo previsto en el articulo 133 constitucio- 

nal, que expresamente los coloca junto con otras normas, 

como la Ley Suprema de la Unión, siempre que sean acor- 
des con la misma. En esesentido, al tener los mencionados 

instrumentos internacionales lo naturaleza de normas u 
ordenamientos generales, son suscepiibles de control 

constitucional a través de la controversia que establece la 

fracción I del articulo 105 constitucional, que aunque no 

incluye de modo explícito entre los actos impugnables a la 

especie "tratados". si menciono expresamente como actos 

sometidos o su control a las "disposiciones generales" que 

es el genero, como se infiere de los incisos h), i), i) y k) de 

dicho fracción, ademós de que ese alcance se halla implí- 

cito en los dem6s incisos, donde no se excluyen mós actos 

que los que corresponden o la materia eiectoral; aunado 

o que en el penúltima p6rrafo de lo mencionada fracción 

l. al señalar los efectos de la sentencia de invalidez se 

parte del supuesto de que la controversia constitucional pro- 

cede en contra de disposiciones generales, que compren- 

den o los trotados. 

Controversia constitucional 33/2002. Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal. 29 de iunio de 2004. Unanimidad de 

nueve votos. Ausente: Guillermo l .  Ortiz Mayagoitia. Ponen- 

te: Juan Dioz Romero. Secretorio: Martha Etba Hurtodo 

Ferrer. 



actualmente se encuentra previsto en el  artículo 366 del 

Código Penal Federal, en el que textualmente se establece: 

Artículo 366. Al que prive de la libertad o otro se le 

aplicará: 

l .  De quince a cuorento años de prisión y de quinientos o 

dos mil dias multo, si la privación de la libertad se efectúa 

con el propósito de: 

a) Obtener rescate; 

b) Detener en calidad de rehén a uno persono y amenazar 

con privarla de la vida o con causarle daño, paro que la 

autoridad o un particular realice o deie de realizar un acto 

cualquiera, o 
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cJ Causar daño o periuicio a la persona privada de la 

libertad o o cualquier otra. 

d) Cometer secuestro exprés, desde el momento mismo de 

su realización, entendiéndose por éste, el que, para eiecutar 

los delitos de robo o extorsión, prive de la libertad a 

otro. Lo anterior, con iodependencio de las demás sancio- 

nes que conforme a este Código le correspondan por otros 

delitos que de su conducta resulten. 

II. De veinte a cuarenta años de prisión y de dos mil a 

cuotro mil días multa, si en la privación de la libertad a que 

se hace referencia en la fracción anterior concurre alguna 

o algunas de las circunstancias siguientes: 

a) Que se realice en camino público o en lugar despro- 

tegido o solitario; 

b) Que el outor sea o haya sido integrante de alguno insti- 

tución de seguridad pública, o se ostente como tal sin serlo; 

c) Que quienes lo lleven a cabo obren en grupo de dos o 
más personas; 

d) Que se realice con violencia, o 

e) Que la víctima sea menor de dieciséis o mayor de sesenta 

años de edad, o que por cualquier otro circunstancia se 

encuentre en inferioridad física o mental respecto de quien 

eiecuta la privación de la libertad. 

III. Se aplicarán de veinticinco a cincuenta de prisión 
y de cuatro mil a ocho mil días multo, cuando la priva- 

ci6n de libertad se efectúe con el fin de trasladar a un 
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menor de dieciséis años fuero de territorio nacional, con 
el propósito de obtener un iucro indebido por la venta o la 

entrega del menor. 

Se impondró uno pena detreinta o cincuenta años de prisión 
al o a los secuestradores, si a la víctima del secuestro se le 

causa alguna lesión de las previstas en los artículos 291 a 
293 de este código. 

En caso de que el secuestrado sea privado de la vida por 
su o sus secuestradores, se aplicará pena de hasta setenta 
años de prisión. 

Si  espontáneamente se libera al secuestrado dentro de los 
tres días siguientes al de la privación de la libertad, sin 
lograr alguno de los propósitos a que se refieren las frac- 

ciones 1 y 111 de este artículo y sin que se haya presentado 
alguna de las circunstancias previstas en la fracción 11, la 
pena será de dos a seis años y de cincuenta a ciento cin- 
cuenta días multa. 

En los demás casos en que espontóneamente se libere al 
secuestrada, sin lograr alguno de los propósitos a que se 
refieren las fracciones I y III de este articulo, las penas de 

prisión aplicables serán de cinco a quince años y de dos- 
cientos cincuenta hasta quinientos dios multa. 

De la lectura de este precepto se pueden enumerar los 

siguientes elementos objetivos, normativos y subjetivos corres- 

pondientes al  cuerpo del delito que nos ocupa: 

a) Elementos objetivos o externos: 

Conducta. Es de acci6n pues el sujeto activo del delito 

fquien ejecuta materialmente el ilícito) debe realizarforzosa- 



mente un acto de voluntad consistente en un "hacervara 
que se configure la figura delictiva arriba descrita. Eiemplo 

de lo anterior es la frase: "Al que prive de la libertad a otro". 

Suietos. Dependiendo de la mecánica en la comisión del 

delito, pueden ser autores o partícipes dependiendo de la 
intervención de los agentes activos del delito, de conformidad 
con el artículo 13 del Código Penal Federal. 

Imputación. Debe existir uno relación entre la conducta 
del suieto activo del delito y ei resultado atribuible a esa 
conducta. 

Bien Jurídico. Se tutela la libertad del individuo. 

Objeto material. Recae directamente en la persona a la 
que se le priva de la libertad. 

Ofensa del bien iurídico. Es eminentemente un delito de 
"lesión" pues se pierde la libertad personal del individuo. 

Circunstancias de eiecución. Deben observarse aquí las 
circunstancias de lugar, tiempo, modo y ocasión en la comi- 
sión del delito que se estudia, paro estar en posibilidad de 
llevar a cabo una relación o concordancia entre la acción 
efectuada por el o los sufetos activos del delito y su formo 
de eiecución. 

Circunstancias modificativas. Tomando en considera- 
ción la pena prevista en la fracción 1 del artículo 366, esto 
es, de 15 a 40 años de prisión, dentro del tipo penal tenemos 
las siguientes: 
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Agravantes. Las previstas por la fracción ll del artículo 

366, pues se aumenta la pena cuando concurran alguna de 

las circunstancias contenidas en los incisos a), b), c), d) o e). 

También se prevé un tipo penal agravado contenido en 

la fracción 111, que señala: "cuando la privación de libertad 

se efectúe con el fin de trasladar a un menor de dieciséis años 

fuera de territorio nacional, con el propósito de obtener un 

lucro indebido por la venta o la entrega del menor". 

En el segundo párrafo se encuentra otra agravante, al 

indicar que se impondrá de 30 a 50 años de prisión "a los 

secuestradores, si a la víctima del secuestro se le causa alguno 

lesión de las previstas en los artículos 291 a 293 de este 

código"; sin embargo, en caso de muerte del secuestrado 

se agrava la pena aún m6s, pues en el párrafo tercero se 

prevé que se impondrá una pena de hasta 70 años de prisión 

si la víctima muere. 

Atenuantes. En el cuarto párrafo se atenúa la pena de 

prisión cuando "se libero al secuestrado dentro de los tres días 

siguientes al de la privación de lo libertad, sin lograr alguno 

de los propósitos o que se refieren las fracciones I y HI de este 

artículo y sin que se hoyo presentado alguna de las circuns- 

tancias previstas en la fracción II". 

En el quinto párrafo, igualmente se atenúa la pena de 

prisión cuando "espontáneamente se libere al secuestrado, 

sin lograr alguno de los propásitas a que se refieren las frac- 

ciones I y lll de este artículo". 
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b) Elementos normativos, que se clasifican en dos tipos: 

Elementos normativos de valoración jurídico. Se puede 
poner como ejemplo: "acto cualquiera"; "cualquier otra"; 

Elementos normativos de valoración extraiurídica. Dentro 
del tipo penal se pueden señalar los siguientes: "Obtener res- 
cate" "calidad de rehén"; "camino público"; "lugar desprote- 
gido"; "solitario"; 

c) Elementos subjetivos: 

Elementos subjetivos generales. La comisión de este delito 
es eminentemente "doloso", pues el sujeto activo del delito priva 
de la libertad a una persona con el propósito ya sea de obte- 
ner rescate; esto es, detenerlo en calidad de rehén para que 
un tercero haga algo o lo deje de hacer, causar un daño o 
perjuicio a la persona privada de su libertad o inclusive a un 
tercero; o ya sea para robarla o extorsionarla. De lo  anterior 
se colige de manera cierta que lo conducta atribuida al sujefo 
activo del delito es dolosa, ya que para obtener un beneficio 
ilícito determinado o causar un perjuicio realiza la acción 
delictivo consistente en la privación de la libertad de una 
persona, por lo que el sujeto activa siempre conocerá que 
la conducta primeramente realizada (privar de lo libertad a 
alguien) es y será ilegal. 

Elementos subjetivos especiales. Debe tomarse en consi- 
deración el ánimo, deseo, las tendencias a propósitos de los 
sujetos activos del delito para estar en posibilidad de llevar a 
cabo una relación de causolidad entre los actos materialmente 
ejecutados y los elementos primeramente señalados; es decir, 
cu61 es el fin de cometer un delito. 



2. ANTECEDENTES 

Desde que fue publicado el Código Penal Federal (antes Códi- 

go Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común 
y para toda la República en Materia de Fuero Federal) en el 
Diario Oficial de la Federación el 14 de agosto de 1931, se 

creó el tipo penal de "privación ilegal de la libertad". 

A partir de ese momento, el artículo que norma la priva- 

ción ilegal de la libertad en el referido código ha tenido 10 
reformas, publicadas en dicho periódico oficial, en las siguien- 

tes fechas: 

9 de marzo de 1946 
15 de enero de 1951 

5 de enero de 1955 

29 de julio de 1970 
13 de enero de 1984 

3 de enero de 1989 

13 de mayo de 1996 
17 de mayo de 1999 
12 de iunio de 2000 
16 de iunio de 2005 

De estas reformas se desprende, que los diversos supues- 

tas previstos en el capítulo de privación ilegal de la libertad 

han evolucionado desde su forma mas primitivo, prevista al 

promulgarse el Código sustantivo de 1931, donde pasan por 
privación ilegal de la libertad con finalidades específicas 

para obtener un beneficio ilícito o causar un daño o periuicio 

a la propia víctima o a un tercero, hasta la última reforma 
del 2005 en donde se tipifica la navedosa figura del secuestro 



express, lo que nos conlleva a pensar que la evolución del 
delito es también parte de la evolución histórica de toda socie- 

dad y, por tanto, de los controles sociales que debe implementar 

el Estado mexicano para mejorar la convivencia social; pues, 

en todo caso, se deben reprimir aquellas conductas compleias 

que atenten contra el Estado de derecho, las instituciones y 

sobre todo contra la sociedad en su conjunto. 



V. RECURSO DE APELACIÓN 
EXTRAORDINARIA 1 /2003 

1. ANTECEDENTES 

E 1 21 de abril de 2003, el agente del Min~sterio Público de 

ia Federación, adscrito a la Fiscalía Especial pora la Aten- 

ción de Hechos Probablemente Constitutivos de Delitos Fede- 

rales Cometidos Directa o Indirectamente par servidores 

Públicos en Contra de Personas Vinculadas con Movimientos 

Sociales y Políticos del Pasado, de la Procuraduría General 

de la República, consignó la averiguación previa instruida en 

contra de Luis de la Barreda Moreno, Miguel Nazar Haro o 

Miguel Nassar Haro y Juventino Romero Cisneros, como pro- 

bables responsables en la comisión del delito de privación 

ilegal de la libertad, en su modalidad de plagio o secues- 

tro, previsto y sancionado en el artículo 366 del Código Penal 

pora el Distrito Federal en Materia de Fuera Común y para 
toda la República en Materia de Fuero Federal, vigente en 

1975, época de inicio de la ejecución del ilícito, cometido 

en agravio de Jesús Piedra Ibarra; dicha consignación se efec- 



iuó ante el Juez Cuarto de Distrito en Materia Penal en el Estodo 

de Nuevo León, con residencia en la ciudad de Monterrey. 

El referido Juez de Distrito resolvió, que si por una parte 

los hechos consignados sucedieron el 18 de abril de 1975 y el 

Ministerio Público de lo Federación eierció lo acción penal 

el 21 de abril de 2003 y, por lo otra, el artículo 105 del 

Código Penal Federal señala que: "lo acción   en al prescribirá 

en un plazo iguol al término medio aritmético de la pena priva- 

tiva de libertad paro el delito de que se trote...', y la penalidad 

para el delito de privación ilegal de la libertad, vigente en el 

año de 1975, era de 5 a 40 años de prisión; resulta entonces 

que el termino medio aritmético del ilícito es de 22 años, m6s 

6 meses, el cual en este coso ha sido superado en exceso, 

por lo que determinó el sobreseimiento de la causa por pres- 
cripción de lo acción penal. 

Ante esto, e1 Ministerio Público de la Federación, incon- 

forme con dicha resolución, apeló ante el Magistrado del 

Primer Tribunal Unitorio del Cuarto Circuito residente en 

Monterrey, Nuevo León, quien determinó remitirlo a la Supre- 

mo Corte de Justicia de la Nación paro solicitarle su decisión 

sobre eiercer o no lo facultad de atracción, con base en 10 
dispuesto por los artículos 105, frocción 111 de la Constitución 

General de lo República y 2 1, fracción I de lo Ley Orgánica 

del Poder Judicial de lo Federoción. 

El procurador general de la República, de igual forma, 

estimó que de este recurso de apelación debla conocer el 

Mhximo Tribunal de lo Nación, por lo  que le solicitó, a su 
vez, que ejerciera la facultad de atracci6n. 



Atendiendo a lo anterior, la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación resolvió ejercer la facultad de 

atracción para conocer del recurso de apelación interpuesto 
por el agente del Ministerio Público de la Federación, envian- 
do el expediente a la ponencia del señor Ministro Juventino 

V. Castro y Castro para que formulara el proyecto de 
resolución. 

2. COMPETENCIA 

Lo Primera Sala se declaró competente para resolver el recurso 
de apelación, y reconoció la legitimación del agente del Minis- 

terio Público de la Federación para interponer dicho recurso 
en contra del auto dictado por un Juez de Distrito, quien 

negó la orden de aprehensión solicitada y sobresey6 en el 
iuicio. Además, la Salo comprobó que estuviesen presentes 
todos y cada uno de los requisitos formales que establece la 

fracción 111 del articulo 105 constitucional, y que le permiten 
ejercer la facultad de atracción: a) La posibilidad de ser ini- 

ciada oficiosamente por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación o a solicitud del Tribunal Unitario de Circuito, o bien, 
por el procurador general de la República; siendo la acepta- 
ción una potestad discrecional del Máximo Órgano Colegiado 

del país; b) Que procede Únicamente contra sentencias dictadas 
por jueces federales, mas no en contra de cualquier tipo de 
resolución; c) Que el interés de la Federación, como parte 

en el asunto, debe ser en grado superlafivo, de otra manera 

deberán conocer los tribunales federales de segunda instancia 
que esfán facultados para la resolución de los asuntos comu- 

nes; y d) El asunto debe revestir interés y trascendencia, parfi- 
cularidades que deberán ser evaluadas por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación al expresar los motivos por los cuales 
estima pertinente conocer del recurso de apelación. 



La Primera Sala comprobó que se reunían los requisitos 

mencionados, y expresó que la materia del recurso de ape- 

lación interpuesto consiste en determinar si ha prescrito el 
delito imputado por el Ministerio Público Federal en contra de 

los acusados, por su probable responsabilidad en la comisión 

del delito de privación ilegal de la libertad, en su modali- 
dad de plagio o secuestro, previsto y sancionodo por el 

artículo 366, fracciones 1, 11 y V del Código Penal Federal, 
vigente en el año de 1975. 

Además, precisó que las resoluciones de la Suprema Corte 
de Justicia son inatacables, que éstas deben evitar la dismi- 

nuci6n de las defensas de los gobernados, y que lo resuelto 

sobre el recurso de apelación atraído no será susceptible de 

impugnación alguna; por ello, determinó que sólo se abocaría 
al estudio de la prescripción y que le reservaba la jurisdic- 

ción al Tribunal Unitario de Circuito, para que en ejercicio 
de sus facultades se pronunciara respecto de si quedaron 

o no satisfechos los requisitos que señala el articulo 16 consft- 

tucional, relativos a acreditar el cuerpo del delito y la probable 

responsabilidad de los inculpados, estudio que omitió el Juez 
de origen. 

3. ARGUMENTOS EXPRESADOS POR EL MINISTERIO 
PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN, COMO PARTE 

ACTORA DE LA APELACI~N 

El agente de{ Ministerio Público de la Federación expresó que 

la resolución del Juez Cuarto de Distrito en Materia Penal en 
el Estado de Nuevo Ledn, no se aiustaba a derecho, ya que 

&te ordenó la apertura del proceso penal cuando lo proce- 

dente era decretar la apertura de la averiguación previo 
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judicial o la causa penal en etapa auxiliar y, dentro de la 

misma, resolver la procedencia de la orden de aprehensión 

solicitada. 

En este sentido, señaló que el Juez debió apegarse a los 

artículos 16 constitucional y 195 del Código Federal de Proce- 

dimientos Penales; analizar si estaban acreditados el cuerpo 

del de1it.o y la probable responsabilidad, y resolver si giraba la 

orden de aprehensión solicitada o devolvía la indagatoria 

al fiscal integrador, a fin de que éste siguiera el trámite corres- 

pondiente; esto es, su debida prosecución o perfeccionamiento 

legal. 

Par otra parte, el agente actor señaló que al realizarse el 

cómputo que llevó a decidir que la acción penal estaba pres- 

crita, el Juez partió de la fecha en que se realizó la detención 

ilegal, o sea el 18 de abril de 1975, o del último día en que 

se tuvo conocimiento del paradero de la víctima: el 20 de 

abril de 1975; por tanto, consideró que la acción delictiva 

estaba consumada y concluida en un solo día, sin tomar 

en cuenta que el delito de privación ilegal de la libertad es un 

delito de los consideradas permanentes, cuya consumación 

se prolonga en el tiempo; por ello, el representante social 

señaló que al no tener constancias para determinar el destina 

legal de la víctima, ni poder establecer si fue dejado en liber- 

tad o puesto a disposición de autoridad competente, no se 

podía establecer en qué momento cesó la conducta delictiva 

de sus aprehensores, la cual lleva a concluir que la consuma- 

ción del ilícito se ha prolongado en el tiempo y hace imposible 

establecer a partir de qué momento se deben computar los 

plazos de la prescripción. 
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En este sentido, el agente del Ministerio Público consideró 
que el Juez olvidó que después de cometerse el delito denun- 

ciado, el ámbito político existente en nuestro país impidió actuar 
en contra de los servidores públicos responsables de esas 

conductas ilícitas, que fueron cobijadas o soslayadas por 10 
inacción de los agentes del Estado encargados de la investiga- 
ción y persecución de los delitos, de ahí que no pueda compu- 
tarse ese tiempo en términos de la prescripción. 

Además, consideró que el Juez sobreseyó la causa penal 
sin encontrarse en la etapa procesal en que pudiera hacerlo, 

es decir, aquella en que existe una orden de aprehensión cum- 
plimentado y se abre el término constitucional de 72 horas 
para resolver la situación jurídica del indiciado. 

Asimismo, señaló que el Juez incurre en un error al negar 
valor probatorio a algunas declaraciones ministeriales presen- 

tadas como pruebas, baio el argumento de que éstas eran 
copias simples de las declaraciones invocadas, cuando esos 

documentos estaban calificados por el Director en funciones 
de la Segunda Visitaduría General de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, como copia fiel de su original, que 

abra en el expediente elaborado por la misma Comisión. 
Lo mismo, respecto a otras diligencias procesales a las que el 
luzgador no les dio valor probatorio alguno, cuando fueron 
realizadas por el Ministerio Público, siendo éste una institu- 
ción de buena fe. 

Por último, mencionó que el Juez hizo caso omiso de que 
el 1 1 de enero de 1991 se llevó a cobo la última diligencia y, 
en consecuencia, los t6rminos de la prescripción empezaron 
a correr de nuevo desde el dio siguiente a esa fecha, ya que 
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ésta se interrumpe por las actuaciones que se practiquen en 

la averiguación del delito. 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

señaló que las causas de extinción de la responsabilidad penal 

son aquellas circunstancias específicas que sobrevienen des- 

pués de cometida la infracción y anulan el ejercicio de la 

acción penal o la ejecución de la pena como: lo muerte 

del reo, la amnistía, el indulto, el perdón del ofendido y la 

prescripción. 

La prescripción en el ámbito jurídico penal, supone la 

extinción por el transcurso del tiempo del derecho del Estado 

a perseguir un delito, imponer una pena o hacer ejecutar la 

pena ya impuesta. 

En el caso en comento, el recurrente señaló que el Juez 

o quo, al responder la solicitud de la orden de aprehensión, 

no debió de entrar al análisis de la prescripción del delito 

por el cual se ejercitó acción penal, ya que en su concepto no 

era el momento para considerar su procedencia, pues éste 

se concretiza únicamente en el dictado del auto constitucional." 

Por lo anterior, la Primera Sala expresó que las reglas 

aplicables para analizar el momento procesal oportuno, para 

decretar la prescripción de la acción, están descritas en los 

artículos ' 01, 102 y 105 del Código Penal Federal, al sefiaiar: 

-- 
Ser Séptimo Epoca, Volumen 50. Sexto Pone, p 51, IUS 255971 
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Articulo 101. Lo prescripción es personal y para ella bastará 

el simple transcurso del tiempo señalado por la ley. 

Los plazos para la prescripción se duplicarán respecto de 

quienes se encuentren fuero del territorio nacional, si por 

esto circunstancia no es posible integrar una averiguación 

previo, concluir un proceso o ejecutar una sanción. 

La prescripción producirá su efecto, aunque no la alegue 

como excepción el acusado. Los Jueces la suplirán de oficio 

en todo caso, tan lueso como tengan conocimiento de ella, 

sea cual fuere el estado del proceso. 

Articulo 102. Los plazos para la prescripción de la acción 

peno1 serán confinuos; en ellos se considerará el delito 

con sus modalidades, y se contarán: 

l. A partir del momento en que se consumó el delito, si 

fuere instantáneo; 

I I .  A partir del día en que se realizó el último acto de 

eiecuci6n o se omitió la conducta debida, si el delito fuere 

en grada de tentativa; 

ill. Desde ei dio en que se realizó lo última conducta, tra- 

tándose de delito continuado; y 

IV. Desde lo cesación de la consumoción en el delito 

permanente. 

Articulo 105. La acción penal prescribirá en un plazo igual 

al término medio aritmético de la pena privativa de la liber- 

tad que señala la ley para el delito de que se trate, pero 

en ningún coso ser6 menor de tres años. 
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La Primero Sola consideró que del contenido del último 

párrofo del artículo 101 del Código Penal Federol tronscrito, 

se deduce que el estudio de la prescripción de la acción debe 
hacerse oficiosamente en cualquier etapa del procedimiento 
y, por tanto, el hecho de que el Juez del conocimiento hubiera 

analizado la prescripción antes de verificar si en el caso se 

satisfacían los requisitos exigidos por el artículo 16 constitu- 
cional, paro el libromiento de la orden de aprehensión solici- 

tado, era legalmente correcto. 

Además, ol ser lo prescripción una cuestión de orden pú- 

blico y, por ende, de estudio preferente, ante la solicitud del 

libromiento de una orden de aprehensión, el Juez se encuentra 
obligado a analizor previamente el estudio del acreditamiento 

del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indi- 
ciodo, si lo acción penal ejercitada está pre~cri ta. '~ 

5. ANÁLISIS DEL DELITO DE PRIVACION ILEGAL 
DE LA LIBERTAD 

La Primero Sala realizó un estudio de lo expresado en lo doc- 
trino penal, y partió de la definición que ahí se hace del 

concepto de delito como: "occión u omisión ilícita y culpable 
expresamente descrito por lo ley bajo la amenaza de una 

peno o sanción ~r imina l " . '~  

En este sentido, la Sala advirtió que la definición del delito, 

como ente jurídico, difiere del utilizado por las ciencios socia- 

" Semonotio ..., op. cit., Tomo X, noviembre de 1999. terir lo. /J. 62/99, p. 316; PUS: 
192973. 

instituto de invertigmcioner Juddicos, voz .Delid en Diccianorio Juiidico Mexicano. 40. 
d.. UNAM, P o d o - U W ,  MAxico, 1991. 



les y por la teoría positivista, en su intento por encontrar un 
contenido material del delito que fuera válido en todo tiempo 
y lugar. Esta búsqueda puede ser infructuosa en tanto que, 
entre todas las conductas humanas sólo algunas se selec- 
cionan como delictivas y esto se hace a través de un iuicio 
valorativo basado en la naturaleza y entidad del bien iurídico 
protegido, en el carácter irreparable de la lesión inferida a 
él, en las características de la conducta incrirninada y, las más 
de lasveces, en la concurrencia de más de uno de los factores 
setialados o de todos ellos. 

Por lo anterior, considera que en atención o la definición 
iurídico ofrecida surgen tanto el núcleo de la infracción como 
sus caracteres. Respecto al primero, para que haya delito es 
necesario que exista una conducta, ya sea uno acción o 10 
omisión de una acción, lo que lleva a concluir que el solo 
pensamiento no es susceptible de castigo (cogitationis poenam 
nerno patitur); sin embargo, esa conducta debe, ademós, reunir 
ciertascaracteristicas pora ser considerada delito: la tipicidad, 
la ilicitud o antiiuridicidad y la culpabilidad. 

También precisa que en el derecho penal se considera 
que existe falto de conducta cuando la acción es producto 
de uno fuerza irresistible y cuando está ausente la voluntad del 
sujeto, en los casos en que la acción la hoya realizado en 
estado de supresión de la conciencia por diversas causas no 
imputables a él. 

En este sentido, la Salo consideró que pora la constitución 
del delito, la conducta desplegado por el sujeto debe ape- 
gane a una descripción previamente establecida en la norma 
penal, lo cual puede contener tanto elementos objetivos corno 
subjetivos que deben cumplirse para que exista tipicidad. 
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Por tanto, las acciones u omisiones típicas para constituir 
delito deben ser también antijurídicas, esto es, hallarse en 
contradicción con el derecho. Esto ocurre cuando no existe 
en el coniunto del ordenamiento iurídico alguna causa de 

justificación, o sea, algún precepto que autorice o permita la 

conducta de que se trata; por ejemplo, la legítima defensa, 
el estado de necesidad, el cumplimiento de un deber y el ejer- 
cicio legítimo de un derecho. 

La acción u omisión típica y antijurídica debe, finalmente, 
para constituir delito, ser culpable, es decir, debe poder repro- 
charse personalmente a quien la ha efectuado. Para que ese 
reproche tenga lugar el sujeto a quien se dirige debe ser 
imputable, haberse hallado en la posibilidad de comprender 
el carácter ilícito de su acto y haber obrado en circunstancias 

que hayan hecho exigible una conducta conforme a derecho. 

Por otra parte, la Primera Sala señaló que los tipos penales 
también se clasifican de acuerdo a diversos puntos de vista. 
Entre las clasificaciones más importantes se encuentra la que 
los divide en dolosos y culposos; o aquella que encuentra 

diferencias entre los delitos de daño o de lesión y los de mero 
peligro, según que el hecho delictuoso cause efectivamente 
una lesión del bien iuridico protegido (homicidio, lesiones, 

violación, etc.) o sólo lo exponga a algún peligro (asociacio- 
nes deliduosas, armas prohibidas y otros). 

Al respecto, puntualizó que esta clasificación no debe 
confundirse con la que distingue los delitos de resultado ma- 

terial, en los cuales es necesario que exista este resultado 
para conformar el hecho delictuoso, y los delitos de mera 
conducta, en los cuales no es necesaria su presencia. 



94 L A  REIROACTIVIDAD EN t i  DEL~TO DE DESAPARICI~N FORZADA DE PERSONAS 

Se hablo, desde otro punto de visto, de delitos básicos Y 
delitos colificodos o privilegiados. En los primeros el tipo esto- 
blece el concepto fundamental de la conducta que se son- 
ciano; así los calificados acuñan una modalidad más grave y 
los privilegiados uno más leve. 

Por otro porte, se estudio también lo forma de consuma- 
ción; se establece una diferencio entre delitos instontóneos 
que se consuman en un solo momento, como es \a muerte en 
el homicidio, y delitos permanentes, que el Cbdigo Penal llama 
continuos, corocterizándolos como aquellos "en que se prolon- 
ga sin interrupci6n, por m6s o menos tiempo, la accibn O 10 

omisión que los constituyen", los que no deben confundirse 
con el continuodo, en que uno serie de conductos configuran 
una sola consumación. 

Asl, e! Código Penoi Federol establece: 

Articulo 70 Delito es el oclo u omisión que sancionan tas 
leyes penoles. 

E l  delito es: 

I Ins~ont6neo. cuando la consumoción se agoto en el 
mlsmo momento en que se hon reolizodo todos sus elemen- 
tos constitutivos; 

11. Permanente o continuo, cuando lo consumación se 

prolonga en el tiempo, y 

III Continuado, cuando con unidad de prop6sito delidivo, 
plumlidad da conduaos y unido¿ de sujao posivo, se viola 
el mismo pfecepio legal. 
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Bajo estas premisas, la Primera Sala del Alto Tribunal 

realizó el análisis del delito de privación ilegal de lo libertad 

previsto en el  Código Penal para el  Distrito y Territorios 

Federales, vigente en 1975, año en que ocurrieron los hechos, 

mismo que señalaba textualmente: 

CAPITULO ÚNICO.-ART~CULO 366.- Se impondrá pena 
de cinco o cuarenta oños de prisión y multa de mil a veinte 
mil pesos, cuando la privación ilegal de lo libertad tenga 
el carócter de plagio o secuestro en alguna de los formas 
siguientes:- l.- Poro obtener rescate o causar daño o per- 
iuicio a la persono privodo de lo libertod o o otra persono 
relacionada con aquella;- 11.- S i  se hace uso de amenazas 
graves, de mottrato o de tormento;- 111.- S i  se detiene en 
calidad de rehén a uno persono y se arnenoza con privarla 
de lo vida o con causarle dano, sea a aquello o a terceros, 
si la auioridod no realiza o deia de realizar un actode cuol- 
quier naturaleza;- IV.- Si la detención se hace en comino 
público o en paraje solitario;- V.- Si  quienes cometen el 
delito obran en grupo; y-VI.- Si el robo de infante se comete 
en menor de doce oños, por quien sea extraño o su familia, 
y no ejerza la tutela sobre el menor.- Cuando el delito lo 
comete un fomilior del menorque no ejerzo sobre él la patria 
potestad ni la tutela, la pena será de seis meses a cinco 
años de prisión.- Si espontáneamente se pone en libertad 
a lo persona antes detres dios y sin causar ningún perjuicio, 
sólo se aplicorá la sanción correspondiente o la privación 
ilegal de la libsrtod de acuerdo con el orticulo 364. Este 
beneficio no opera en el coso de ia fracción III del presente 
artículo. 

De la lectura del texto anterior, la Sala advirtió que la con- 

ducta típica en este delito consiste en privar a otro de la 

libertad con los propósitos o mediante los actos aiudidos en 

las fracciones del artículo citado. 
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Privar de la libertad significa, eliminar la libertad ambu- 
latorio, restringir la libertad de movimiento del sujeto pasivo, 
sustraer o separar a la víctima del lugar donde se halla en el 
momento de eiecutar la acción típica, sea del sitio donde 
acostumbraba encontrarse o donde se encuentra de manera 
transitoria o, bien, retenerla e impedirle abandonar el lugar 
donde se halla, con el fin de realizar cualquiera de los actos 
previstos en dichas fracciones, de las que consta este dispo- 
sitivo legal. 

La Sala estableció que, conforme a la doctrina, para que 
un delito sea permanente deben estar presentes dos requisitos: 

a) Duración en el tiempo de la consumación, y 

b) Dependencia de tal consumación a la voluntad del 
autor de la conducta. 

En este caso, el bien iurídico tutelado es precisamente 10 
libertad, que por su propia naturaleza es un bien que jarnbs 
queda agotado y resiste una consumación de la conducta típica 
prolongada en el tiempo lo que no sucede en otros delitos 
en los que la naturaleza misma del bien iurídico afectado 
por la conducta típica no resisten la aparición del fenómeno 
de la permanencia en la consumación. 

En consecuencia, el delito permanente, por la naturaleza 
del bien iurídico que ofende, permite que su consumación 
pueda prolongarse en el tiempo, circunstancia que está a la 
voluntad de quien lo  perpetra, y durante la cual el bien iurí- 
dico protegido por la norma penal sigue lesionado y restrin- 
gido para desenvolverse cabalmente en el marco garantizado 
legalmente. 
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En la comisión de algunos delitos, el agente puede prolon- 
gar su conducta cuando el bien iurídico protegido puede 

revertirse a su estado anterior al interrumpirse la acción 
delictiva. 

La Primera Sala manifestó que todos los delitos en los cuales 
se afecta la libertad constituyen delitos permanentes; por 

tanto, el delito de privación ilegal de la libertad encuadra en 

este supuesta. 

La naturaleza del delito permanente tiene trascendencia 
por los siguientes aspectos: 

a) Momento en el cual empieza a correr la prescripción. 

b) Actualidad del peligro en la legítima defensa. 

c) Intervención de terceras personas en el ilicito como 

partícipes de la fase omisiva. 

d) Lugar o lugares donde ha sido cometido, para 
establecer la competencia territorial. 

Ahora bien, la Primera Sola de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, concluyó que el delito en anhlisis es un delito 

permanente y de resultado material, ya que se concreta en el 

momento mismo en que se detiene ilegalmente a la víctima, 
con el fin de realizar cualquiera de los actos, o mediante 

alguna de las conductas mencionadas en las tres fracciones 

del artlculo en estudio. 



Además, destacó que en este tipo de delitos la acción de- 
lictiva dura todo el tiempo que se prolongue; o sea, a partir 

de que se impone a la víctima el impedimento físico de SU 

libertad de tránsito, se le detiene o encierra en algún lugar y, 
continúo su consumación por todo el tiempo que dure la priva- 
ción de su libertad. 

Asimismo, la Salo tomó en consideración que en el Coso 
o estudio, estaba frente a un delito permanente que encuentra 
su característica esencial en una en e! tiempo 

de la conducta perseguibie y, por tanto, de conformidad con 
el artículo 102 del Código Penal Federal, el inicio del término 
de la prescripción en este tipo de delitos debe contarse a 
partir de que ha cesado la afectación del bien iurídico tutelado 
con lo conducta típica, y sólo en ese momento habrá ini- 
ciado su curso lo prescripción de la acción persecutoria. 
En los delitos permanentes la fecho de inicio de lo acción u 
omisión antijurídica es irrelevante para efectos prescriptivos. 

En este sentido, el órgano resolutor del Alto Tribunal con- 
cluyó que el delito de privación ilegal de la libertad es un delito 
permanente y, por tanto, la prescripción del derecho de acción 
del Estado no puede iniciarse el día en que el agente del delito 
coarta la libertad del sujeto pasivo, sino que comenzará el 
día en que el delincuente le devuelva la libertad. 

En el caso concreto, no existe constancia en donde se 
establezco que haya cesado lo consumación del referido delito 
en agravio del suieto pasivo por hoberlo deiado en libertad, 
o haberlo puesto a disposición de autoridades competentes, 

sino que únicamente existe constancia de que fue detenido 
el día 18 de abril de 1975 por agentes de la extinto Dirección 
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Federal de Seguridad y agentes "comisionados" de la Policía 
Judicial del Estado de Nuevo León, y que al día siguiente de 
su detención lo casa de seguridad que habitaba fue "cateada" 
y que, además, el 20 de abril de ese mismo año fue interro- 
gado por el propio Director Federal de Seguridad; esto derivado 
del contenido de los informes suscritas y firmados por él mis- 
mo. consecuentemente, estaba claro que el plazo para el 
cómputo de la prescripción no había i n i~ iado . '~  

Sobre los restantes agravios esgrimidos por el agente del 
Ministerio Público de la Federación, la Primero Sola del Alto 
Tribunal consideró que era irrelevante su estudio y análisis, 
ya que en nada beneCicioban ni perjudicaban el sentido del 
fallo y, con los razonamientos anteriores, revocó el auto recu- 
rrido por el que se declaraba que había prescrito la acción 

penal y envió el expediente al Tribunal Unitario de Circuito 
para que se pronunciara sobre la orden de aprehensión 
solicitada. 

"Semanono ..., op. =ir., TomoVli,febrero de 1998,tsris lo./J. 4/98, p. 92; IUS: 196899: 
r Sernanorio ..., SBptirno Épare, Vol6msnes 181-186 Segunda Porle, p. 41, IUS: 234233. 



VI. TESIS DERIVADAS DE LA EJECUTORlA 

D e la resolución anterior, derivaron las tesis l a .  W 2 0 0 4  

y 1 a. XIXl2004, publicadas en el Semanaria Judiciai de 

la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, marzo 

de 2004, páginas 301 y 307, respectivamente, con los siguien- 

tes rubros y textos: 

DELITOS PERMANENTES. REQUISITOS PARA SU CONFI- 

G U K I Ó N . - D ~  lo definición que lo doctrino ha dado 

de los delitos permanentes en el sentido de que son 

aquellos en los que lo consumación tiene una duración en 

el tiempo y, más precisamente, en los que el agente do exis- 

tencia o un estado de ontijuricidad, el que, por su ulterior 

conducto, se prolongo en el tiempo, se advierte que hay 

dos requisitos necesarios paro su configuración, o sober: 

o) la duroción en el tiempode lo consumación, y b) lo depen- 

dencia de esa consumación de la voluntad del autor de la 

conducfo. Es decir, este tipo de delitos se presenta cuando 
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la violación del imperativo de la norma se ~rolonga sin 

solución o fórmula autónoma para concluir por sí solo su 

coniinuidod durante un determinado lapso, dado que 

se encuentra a merced de la conducta ininterrumpida del 
agente, durante el cual, sin llegar a destruirlo, se está iesio- 

nando el bien iurídico en ella protegido, restringiéndole 
su cabal desenvolvimiento en el marco lega\- 

mente, por los efectos de la acción ilícita del activo. 

Recurso de apelación extraordinario 112003. Agente del 

Ministerio Público de la Federación adscrito al Primer Tribu- 

nal Unitario del Cuarto Circuito. 5 de noviembre de 2003. 

Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román 
Palacios. Ponente: JuventinoV. Castro y Castro. Secretorio: 

Roberto Javier Ortega Pineda. 

PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD. EL CÓMPUTO DEL 

PLAZO PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN INICIAA PAR- 
TIR DEL MOMENTO EN QUE CESA IA CONSUMACI~N 
DEL DELITO.-El Código Penal Federal es claro al fijar en 

su artículo 102 las reglas aplicables respecto al momento 
a partir del cual debe computarse el plazo de la prescrip- 

ción, en atención a ia categoría del delito y ol establecer 

en la fracción IV del citado artículo que en los delitos per- 

manentes tol cómputo iniciará desde la cesación de SU 

consumación. Ahora bien, si se atiende, por un lado, a 

que conforme a lo fracción ll del artículo 70. del orde- 
namiento legal mencionado, son delitos permanentes o 

continuos aquellos cuyo consumación se prolongo en el 

tiempo y, por el otro, que por su naturaleza la "libertad es 

un bien iurídico que iamós queda agotado, ya que puede 
resistir Ia consumación de la conducta típica prolongada 

en el tiempo, resulta evidente que el delito de privación 
ilegal de la libertad es de resultodo rnoteriol y permanente 

en virtud de que se consumo en el momento en que se 
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detiene ilegalmente a la víctima y dura todo el tiempo 

que esa detención se prolongue, es decir, a pariir de que 

se impone a aquélla el impedimento físico de su libertad de 

tránsito y hasta que el bien iurídico se le reintegre plena- 

mente (hasta que recupere la posibilidad de libre despla- 

zamiento) y, por ende, éste será el momento a partir del 

cual resultará procedente iniciar el cómputo del plaza para 

que opere la prescripción. 

Recurso de apelación extraordinaria 1/2003. Agente del 

Ministerio Pública de la Federación adscrito al PrimerTribu- 

nal Unitario del Cuarto Circuito. 5 de noviembre de 2003. 

Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román 

Palacios. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: 

Roberio Javier Ortega Pineda. 



VII. CONCLUS1ONES 

P ara demandar la invalidez de un trotado internacional 

por medio de la controversia constitucional, no es nece- 

sario que se llame o juicio a los tres Poderes Federales y a 

todas y cada una de las entidades federativas, o sea, al Estado 

rnexicono, porque tal extremo no se infiere del artículo 105 
canstitucional, ni de su ley reglamentaria, de donde se des- 

prende que en tal supuesto, sólo resultan demandados las 

autoridades integrantes de los Poderes de la Federación que 

intervienen en el proceso de formación del tratado inter- 

nacional, quienes ejercen dichas facultades como represen- 

tantes de toda la Nación. 

La controversia constitucional no sólo tiene por objeto la 

tutela del ámbito de atribuciones que la propia Norma Funda- 

mental otorga a los órganos originarios del Estado, sino que 

también tiende a preservar la regularidad en el eiercicio de 
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las atribuciones constitucionales o favor de tales órganos, que 
nunca deberán exceder los principios previstos en lo propio 
Constitución Federol. 

l a  Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados 

reconoce la figura jurídica de la reserva expresa, utilizada 
cuando una norma internocionol contenida en un trotado afecte 
manifiestamente normas fundamentales del derecho interno 
del Estado firmante, en donde éste puede alegar tal circuns- 

tancia como fundamento para negar su consentimiento sobre 
ellas y su consecuente inaplicación. 

El Estado Mexicano, ol formular reserva al artículo IX de 
la Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas, infiere que fue para significar que éste no puede 
ser aplicado en el territorio nacional, en la porción que excluye 
la competencia de los tribunales militares paro conocer de 10s 
hechos constitutivos de desaporicián forzada de personas, 
cometidos por los militores en servicio, así como la parte en 
que la Convención considera coma tribunales especiales a 

esos órganos jurisdiccionales, por ser contraria al espíritu del 
articulo 13 constitucional, que consagra el fuero de guerra para 
los delitos y faltas que atenten contra la disciplina militar, el 
cual no constituye una iurisdicción especial prohibida por eso 
norma fundamental y no provoca la ineficacia de las distin- 
tas normas iurídicas establecidas en el derecho común para 

sancionar dicho conducta deliciiva. 

El delito de desaparición forzada de personas que contem- 
pla el artículo II de la Convención mencionada, de acuerdo 
con ei derecho positivo mexicano, es de naturaleza perma- 
nente o continuo, yo que si bien este delito se consuma cuando 



el sujeto activo priva de la libertad a una o más personas, 

con la autorización, apoyo o aquiescencia del Estado, seguida 

de lo falta de información sobre su paradero, dicha consu- 

mación sigue dándose y actualizándose hasta que aparecen 

los sujetos pasivos o se establece cu61 fue su destino. 

Respecto a la declaración interpretativa a la Convención 

citada, que el gobierno mexicano insertó, es poro que no se 

apliquen éstas a aquellas conductas constitutivas de ese ilícito, 

cuya consumación hubiera cesado antes de que adquiriera 

obligatoriedad la nueva norma, lo que no impide que se apli- 

que a las conductas típicos de tal delito que, habiéndose 

iniciado antes de su vigencia, se continúen consumando du- 

rante ello. 

Por otro lado, las causas de extinción de la responsa- 

bilidad penal son aquellas específicas circunstancias que 

sobrevienen después de cometida la infracción y anulan el 

ejercicio de la acción penal o la ejecución de la pena, como 

lo muerte del reo, la amnistía, el indulto, el perdón del ofen- 

dido y la prescripción. 

La prescripción supone la extinción, por el transcurso del 

tiempo, del derecho del Estado a perseguir un delito, imponer 

una pena o hacer ejecutar la peno ya impuesta. 

Para que haya delito es necesario que exista una con- 

ducta, ya sea una acción o la omisión de una acción, sin 

embargo, eso conducta debe reunir además, ciertas caroc- 

terísticas poro ser considerada delito: la tipicidad, la ilicitud 

O antijuridicidad y la culpabilidad. 
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Dentro de las diversas clasificaciones de los delitos está 

la que atiende a su forma de consumación, como son 10s 
delitos instantbneos, que se materializan en un solo momento, 

y delitos permanentes, que el Código Penal llama continuos, 
coma son aquellos "en que se prolonga sin interrupción, por 
m6s o menos tiempo, la acción o la omisión que 10s 
constituyen." 

E l  delito permanente o continuo, no debe confundirse 
con el continuada, en donde uno serie de conductos configu- 
ran una solo consumación. 

En el delito de privación ilegal de la libertad previsto en 
el Código Penal para el Distrito y Territorios Federales, vigente 
en 1975, el bien iuridico tutelado es la libertad, que por su 
prapta na~uralera es un bien que jamás queda agotado y resiste 

una consumoci6n de la conducta típica prolongada en el 
iempo. por lo cual, es un delito permanente. 

El inicio del termino de la prescripción en este delito, debe 
contarse o partir de que ha cesado la afectación del bien 
(uridico tutelado con la conducto típica, y sólo en ese mo- 
mento hobr6 iniciado su curso la prescripción de la  acción 
persecutoria, por tonto, la prescripci6n del derecho de ac- 

ci6n del Estado no puede iniciarse el día en que el ogente 
del delito coarta la libertad del suieto pasivo, sino que comen- 
zar6 el dio en que el delincuente le devuelva la libertad. 

Por otro porte, la prescripción puede ser interrumpida por 
actos necesarios paro el ejercicio de la  occi6n persecutorio 

del Estado ante lo comisión de un delito, denominodos "pro- 
cedimentales*, siempre y cuando se reolicen en overiguaci6n 



del delito y de quienes lo cometieron, y antes de que haya 
transcurrido la mitad del lapso necesario para que la misma 
opere. 

Para la procedencia de la facultad de atracción de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en los recursos de ape- 
lación, se deben cumplir los requisitos siguientes: a) que se 
ejerza de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribu- 
nal Unitario de Circuito o del procurador general de la Repú- 
blica; b) que se trate de un recurso de apelación en contra de 

sentencias de Jueces de Distrito; c) que la sentencia haya sido 
dictada en un proceso en que la Federación sea parte; y, 
d) que por su interés y trascendencia, así lo amerite. 
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